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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Alessandri Besa, Arturo
--Calderón Aránguiz, Rolando
--Cooper Valencia, Alberto
--Díaz Sánchez, Nicolás
--Díez Urzúa, Sergio
--Errázuriz Talavera, Francisco Javier
--Feliú Segovia, Olga
--Fernández Fernández, Sergio
--Frei Bolívar, Arturo
--Frei Ruiz-Tagle, Carmen
--Gazmuri Mujica, Jaime
--Hamilton Depassier, Juan
--Hormazábal Sánchez, Ricardo
--Horvath Kiss, Antonio
--Huerta Celis, Vicente Enrique
--Larraín Fernández, Hernán
--Larre Asenjo, Enrique
--Lavandero Illanes, Jorge
--Letelier Bobadilla, Carlos
--Martin Díaz, Ricardo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Mc-Intyre Mendoza, Ronald
--Núñez Muñoz, Ricardo
--Ominami Pascual, Carlos
--Otero Lathrop, Miguel
--Pérez Walker, Ignacio
--Prat Alemparte, Francisco
--Ríos Santander, Mario
--Romero Pizarro, Sergio
--Ruiz De Giorgio, José
--Ruiz-Esquide Jara, Mariano
--Siebert Held, Bruno
--Sinclair Oyaneder, Santiago
--Sule Candia, Anselmo
--Thayer Arteaga, William
--Urenda Zegers, Beltrán
--Zaldívar Larraín, Andrés
Actuó de Secretario el señor José Luis Lagos López, y de Prosecretario, el señor Carlos Hoffmann Contreras.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 10:49, en presencia de 37 señores Senadores.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Se da por aprobada el acta de la sesión 23a, ordinaria, en 16 de agosto del año en curso, que no ha sido observada.



El acta de la sesión 24a, especial, en 17 de agosto del presente año, se encuentra en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

IV. CUENTA

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaria.
El señor HOFFMANN (Prosecretario subrogante).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:
Oficios



Del señor Ministro de Defensa Nacional, con el que atiende un oficio enviado en nombre del Senador señor Siebert, acerca de la posibilidad de que el Presidente de la República inicie un proyecto de ley que conceda a los Oficiales de los Servicios de las Fuerzas Armadas que señala, retirados con anterioridad al 30 de diciembre de 1989 —fecha de vigencia de la ley N° 18.948, Orgánica Constitucional de las Fuerzas Armadas— el reconocimiento de los dos últimos años de estudios universitarios como tiempo computable para el retiro, en iguales términos al beneficio que otorga el artículo 77 de la mencionada ley.


Tres de la señora Ministra de Justicia:


Con el primero, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath, relacionado con la eventual disminución de los fondos destinados a la construcción del Centro de Detención Preventiva de la Comuna de Chile Chico, Undécima Región.


Con el segundo, contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Siebert, acerca de la posibilidad de crear un Juzgado de Letras en la Comuna de Purranque, Décima Región.


Con el tercero, atiende un oficio enviado en nombre del Senador señor Muñoz Barra, relativo a las actividades realizadas por el señor Alvaro Corbalán Castilla, dentro del Batallón de Mantención de Apoyo General del Ejército, lugar donde se halla detenido por resolución judicial mientras se encuentra sometido a proceso.


Del señor Director General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante, con el que da respuesta a un oficio enviado al señor Gobernador Marítimo de Caldera, en nombre del Senador señor Núñez, relacionado con el otorgamiento de una concesión marítima en la Bahía de Chañaral, Tercera Región, a la Empresa de Inversiones Southern Cross Mining Corporation.


--Quedan a disposición de los señores Senadores.
Informes


Tres de la Comisión de Relaciones Exteriores:


Los dos primeros, recaídos en los proyectos de acuerdo, en primer trámite constitucional, que se señalan:


1.- El que aprueba el "Tratado Constitutivo de la Conferencia de Ministros de Justicia de los Países Iberoamericanos", adoptado en Madrid, en 1992.


2.- El que aprueba el "Convenio sobre Supresión del Requisito de Visa para Titulares de Pasaportes Diplomáticos, de Servicio, Oficiales y Especiales", suscrito con el Estado de Israel, en Santiago, en 1994.


El tercero, recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, sobre aprobación del "Acuerdo de Cooperación en la Lucha contra el Terrorismo, la Criminalidad Organizada y el Tráfico de Droga", suscrito con la República Italiana, en Roma, en 1992, con urgencia calificada de "simple".


--Quedan para tabla.

________________

Declaración de inadmisibilidad


Se ha recibido en Secretaría una moción de los Senadores señores Frei, Ruiz-Esquide y Andrés Zaldívar, con la que inician un proyecto de ley que autoriza el establecimiento de Zonas Francas Industriales en la Provincia de Arauco y en las Comunas de Lota y Coronel, Octava Región.


--Se declara inadmisible por cuanto las normas contenidas en la moción corresponden a aquellas que son de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de acuerdo a lo establecido en el inciso tercero del artículo 62 de la Constitución Política de la República y al N° 1 del citado precepto constitucional.
El señor FREI (don Arturo).- Pido la palabra, señor Presidente.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Puede usar de ella Su Señoría.
El señor FREI (don Arturo).- Señor Presidente, solicito oficiar al señor Ministro de Hacienda, en nombre de los Senadores autores de la moción, para los efectos de que el Ejecutivo otorgue patrocinio a los artículos que, de acuerdo con nuestra Constitución Política, lo requieran.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se enviará el oficio solicitado.


Acordado.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Terminada la Cuenta.

V. ORDEN DEL DÍA

MODIFICACIÓN DE LEYES SOBRE RENTAS MUNICIPALES E IMPUESTO TERRITORIAL

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- De conformidad a lo resuelto anteriormente correspondería votar el proyecto sobre rentas municipales e impuesto territorial.


Debo hacer presente que la mayoría de los Comités —algunos lamentablemente no estuvieron presentes en la respectiva reunión—, en cuanto a la proposición de dos señores Senadores de que uno de los artículos de la iniciativa sea analizado por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, acordaron proceder así, en el entendido, primero, de que ello no alterará la urgencia señalada por el Ejecutivo; y segundo, de que las indicaciones se reciban hasta el martes próximo a las 12, debiendo constituirse inmediatamente después las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Hacienda, unidas, para los efectos de iniciar el estudio de aquéllas.


El señor Presidente de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, señaló que tal organismo podría reunirse el martes próximo, para analizar las disposiciones que eventualmente puedan ser objeto de observación de carácter constitucional. De modo que una vez que tengamos esa información se pueda incorporar al informe final. Tiene que actuarse de esa forma, porque, dada la urgencia del proyecto, no disponemos de más allá del próximo viernes para despacharlo.


Se ha informado a la Mesa que el Ejecutivo retirará la urgencia, y que el señor Director de Impuestos Internos —según me señaló— hará los trámites necesarios, lo que en ningún caso significa ampliar el plazo para después de ese día.



Entonces, según lo acordado por los Comités, deberíamos tratar el proyecto antes del jueves, pues, como se sabe después vienen las Fiestas Patrias y la semana regional.


En consecuencia, si no existe oposición, se ratificaría lo resuelto por los Comités.



Acordado.

El señor DÍEZ.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente),— Tiene la palabra Su Señoría.

El señor DÍEZ.- Señor Presidente, quiero declarar ante el Senado que la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia analizó la situación relativa a las consultas formuladas por la Sala. Y debo señalar que tal organismo se encuentra muy recargado de trabajo. Pero entendemos y aceptamos la consulta sólo en calidad de excepcional, y no como método normal para resolver las dudas que puedan producirse respecto de una iniciativa.

El señor HAMILTON.- Pido la palabra, señor Presidente.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Puede usar de ella, Su Señoría.

El señor HAMILTON.- Señor Presidente, concuerdo con lo señalado por el señor Presidente de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia. Porque ella no puede ser transformada en una especie de "aduana", pues todos los proyectos podrían ser enviados a ella si algún señor Senador tiene reparos o dudas respecto de su constitucionalidad. Estos deben ser resueltos, normalmente, por cada una de las Comisiones técnicas en que se divide el Senado para su trabajo.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- La Mesa comparte las apreciaciones planteadas por Su Señoría.


Según lo acordado por los Comités, se va a proceder a la votación del proyecto sobre rentas municipales.
El señor URENDA.- ¿Me permite, señor Presidente?
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra Su Señoría.
El señor URENDA.- Señor Presidente, ¿tendremos oportunidad de fundar el voto quienes no intervenimos durante el debate de la iniciativa?
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- ¡Por supuesto, señor Senador!
El señor GAZMURI.- ¿Me permite, señor Presidente?
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra Su Señoría.
El señor GAZMURI.- Señor Presidente, antes de proceder conforme a lo acordado por los Comités, quiero adherir a lo planteado por el Senador señor Hamilton. Ello sin perjuicio de que respeto el acuerdo de los Comités. Creo que eso no puede constituir un precedente, pues la de Constitución, Legislación y Justicia se convertiría en una comisión revisora del trabajo del resto de ellas, sin ser técnica, lo que no se ajustaría ni al Reglamento ni a la forma de trabajo establecida.


Las Comisiones especializadas son perfectamente capaces, al igual que la Sala, de resolver los problemas de constitucionalidad. Ése es el procedimiento normal. Lo otro implicaría inhibir a todos los señores Senadores y crear una "supercomisión" revisora de aspectos constitucionales, sobre todo cuando por diversas razones —cada una tiene las propias— muchas veces los desacuerdos de fondo sobre algunas materias siempre terminan referidos a dudosas discusiones sobre la constitucionalidad de los proyectos.


Entonces, no quiero objetar el acuerdo adoptado por los Comités, pero, sí señalar que, desde el punto de vista nuestro, esto no puede generar precedentes, que, de alguna u otra manera, pueden ser peligrosos.
El señor PRAT.- Pido la palabra, señor Presidente.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Antes de concedérsela al señor Senador, quiero recordar que existe acuerdo para votar el proyecto sobre rentas municipales. De modo que solicito no incorporar nuevos elementos de discusión, pues ocuparemos gran parte de la mañana en asuntos de carácter marginal.


Tiene la palabra el Honorable señor Prat.

El señor PRAT.- Señor Presidente, seré muy breve.


Quiero precisar lo señalado remitiéndome al Reglamento. Uno de los incisos del artículo 27, expresa: "La Sala y las Comisiones podrán solicitar informe a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento cuando surgieren dudas de constitucionalidad durante la tramitación de un asunto sometido a su conocimiento, en cuanto el cumplimiento del plazo constitucional, legal o reglamentario establecido para su resolución lo haga posible.".


Es decir, el propio Reglamento de la Corporación contempla el mecanismo de consulta cuando una Comisión o la Sala tienen dudas.


Por lo tanto, aquí no se está innovando, sino haciendo uso del Reglamento, que en este sentido es sabio.
El señor LAGOS (Prosecretario).- En conformidad a lo acordado, la Sala debe votar el proyecto de la Honorable Cámara de Diputados que modifica el decreto ley N° 3.063, sobre rentas municipales, y la ley N° 17.235, sobre impuesto territorial, con informes de las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Hacienda.

--Los antecedentes sobre el proyecto figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:
Proyecto de ley:
En segundo trámite, sesión 16a, en 23 de noviembre de 1993.
Informes de Comisión:
Gobierno, sesión 29a, en 1º de septiembre de 1994.
Hacienda, sesión 29a, en 1º de septiembre de 1994.
Discusión:
Sesiones 30a, en 6 de septiembre de 1994 (queda pendiente la discusión); 31a, en 7 de septiembre de 1994 (queda pendiente la discusión).
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- En votación.


--(Durante la votación).
El señor LARRE.- Señor Presidente, por tener que retirarme de la Sala, solicito autorización para emitir mi pronunciamiento de inmediato.


Voto a favor.
El señor ERRÁZURIZ.- Voto a favor, dejando constancia de las aprensiones que hice presente en el día de ayer.

La señora FELIÚ.- Señor Presidente, voto a favor del proyecto; pero, además, debo señalar que estoy completamente de acuerdo en que sea enviado a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, porque realmente su texto suscita dudas de constitucionalidad. Incluso, para la mayor seguridad en la aplicación de sus disposiciones, pienso que será conveniente contar con un informe de la mencionada Comisión, el que permitirá aclarar en el futuro cualquier reclamo que pudiera interponerse al respecto.


En todo caso, reitero que, aparte lo que señala el Reglamento, el que expresamente establece que esa Comisión debe conocer de las consultas que se le formulen sobre constitucionalidad, ésta ha sido desde siempre la tradición en el Senado. Hay un importante e interesante libro que recoge todos los informes de dicho cuerpo técnico, y en ellos, en numerosas oportunidades, se da cuenta de que son emitidos a petición de otras Comisiones, sobre asuntos en los cuales se suscitaron dudas de constitucionalidad.
El señor HAMILTON.- Voto favorablemente, y también estoy de acuerdo con la resolución de los Comités de enviar el proyecto, excepcionalmente, a la Comisión de Constitución. Esto porque, si bien el Reglamento establece el derecho mencionado, para los señores Senadores o para las distintas Comisiones, no se puede abusar de ese recurso, a veces como una forma de demorar o de impedir el despacho de una iniciativa sobre la base de supuestas dudas de constitucionalidad.
El señor HORMAZÁBAL.- Con las prevenciones hechas en la sesión del debate en general, voto a favor.
El señor LAVANDERO.- Señor Presidente, en cuanto a las dudas de constitucionalidad que se han expresado, es cierto que, cuando haya unanimidad en una Comisión o en la Sala, puede pedirse a la Comisión de Constitución que absuelva consultas; pero también debe tenerse en cuenta la contraparte, especialmente después de lo expresado por el Senador señor Prat: cada Comisión está facultada para declarar la inaplicabilidad de una disposición. Pueden perfectamente resolverse, a juicio de cada Comisión, los problemas o dudas constitucionales. Ahora, si hay unanimidad, en cualquiera de las dos instancias, sobre la conveniencia de hacer la consulta, perfectamente se puede optar por tal camino.


Sin embargo, para efectos del pronunciamiento del Tribunal Constitucional, una resolución de la Comisión de Constitución no es habilitante, porque aquel Tribunal podrá resolver la cuestión sin considerar siquiera el informe de esa Comisión.


En lo que se refiere al proyecto, lo votaré favorablemente, señalando en especial que él no impone impuesto excesivo alguno, ni constituye una "catarata de impuestos" sobre los sectores medios o bajos. Además, ni el derecho de aseo constituye un impuesto, ya que la municipalidad está perfectamente habilitada para cobrarlo (incluso independientemente del Servicio de Impuestos Internos) conjuntamente con el impuesto territorial. Eso fue una inadvertencia, tanto de Impuestos Internos como de los municipios, porque, como lo señaló el Honorable señor Hormazábal ayer, el artículo pertinente del proyecto no era necesario para proceder al cobro de dicho derecho.


El único beneficio que representa este proyecto consiste en que se podrá eximir a los más pobres del pago del derecho de aseo.


En cuanto al pago de patentes por parte de los profesionales, tampoco establece un impuesto nuevo.



Tocante al valor de las patentes municipales, respecto de las cuales se fijó en la propia Comisión de Gobierno una tasa de 5 por mil, quedó absolutamente demostrado que el 99,9 por ciento de los municipios la cobran; sólo cuatro no lo hacen.



Sin embargo, mantengo las mismas dudas de constitucionalidad sobre la discriminación que significa no fijar, a las 198 empresas más grandes, el valor de las patentes en el mismo porcentaje que a todas las demás. Esas empresas tienen capitales que superan los 16 mil millones de pesos, y pagarán proporcionalmente menos que el 90 por ciento constituido por las restantes del país. En realidad, lo harán en un porcentaje cien veces menor que las pequeñas.



También hay que dejar constancia del hecho de que, si quisiéramos entregar a las municipalidades un financiamiento de acuerdo a las exigencias que nosotros mismos les hemos impuesto, tanto en su Ley Orgánica cuanto en la que se refiere a sus plantas, bastaría establecer que las nueve mayores empresas del país pagaran la misma proporción...
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Han llegado a término sus cinco minutos, señor Senador.
El señor LAVANDERO.- ...que las chicas. El proyecto tendría así un financiamiento de 55 mil millones de pesos, que es lo necesario.


En estas condiciones, la iniciativa saldrá desfinanciada por voluntad política de algunos sectores que no quisieron gravar a las grandes empresas de igual modo que a las chicas. Decidieron eximir a las primeras de este tributo.


Con tales prevenciones, voto, no obstante, favorablemente el proyecto.

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, debo dejar claramente expresada mi opinión en el sentido de que, siendo éste un avance importante, no constituye respuesta integral a los problemas de financiamiento municipal.


Según se indicó durante la tramitación de la iniciativa, solamente por concepto de déficit en salud y en educación, se llega a una cifra cercana a los 47 mil millones de pesos. Por lo tanto, la recaudación total estimada del proyecto dista de garantizar un financiamiento adecuado para tales déficit.


Aún así, éste me parece un avance importante que, en lo esencial, establece un sano principio de administración, toda vez que las principales disposiciones del proyecto apuntan a que los usuarios de ciertos servicios entregados por las municipalidades paguen por ellos. Creo que ése es un principio elemental de sana administración financiera, y, por sus efectos recaudatorios, constituye al menos un avance en esta problemática todavía pendiente del financiamiento municipal.


Con esas aclaraciones, voto que sí.
El señor OTERO.- Señor Presidente, votaré favorablemente, pero quiero dejar sentadas ciertas premisas.


No hay duda alguna de que no todas las municipalidades del país están en las mismas condiciones. Las hay, especialmente en el sector poniente del área regional de Santiago, que viven una situación terriblemente delicada por causas absolutamente ajenas a ellas, y su financiamiento tampoco se está incorporando en este proyecto.



Hay municipios en los cuales, en los últimos dos o tres años, se ha duplicado su número de habitantes, y se les han construido poblaciones que están exentas de contribuciones de bienes raíces y que hoy día no pagan derechos de aseo. Pero, mucho más grave que eso, es que dichos conjuntos habitacionales carecen del equipamiento comunitario necesario: no hay escuelas, no hay retenes de Carabineros, no hay consultorios ni sedes comunitarias. Y muchas veces carecen aun de una adecuada conexión con el centro de la propia comuna, donde se sitúan los servicios.



Esto significa que la municipalidad se ve obligada a hacer inversiones totalmente ajenas a su presupuesto, y desfinanciada. Si esto se agrava con el hecho de que se les aumenta el costo en materia educacional y en salud, resulta que las entidades municipales no tienen posibilidad alguna de hacer obras de adelanto, y están en situación desmedrada frente a otros municipios perfectamente financiados y que no han sufrido este fenómeno social que es producto de la actividad del Ministerio de la Vivienda.



El propio señor Ministro de esa Cartera ha reconocido la circunstancia anotada y, por eso, en los nuevos conjuntos habitacionales se procurará que existan los equipamientos comunitarios.



Pero, además, debo señalar que, cuando estamos hablando de la insuficiencia del financiamiento, el Gobierno central tiene que entender que, con la regionalización y la municipalización, se perseguía también la distribución de los ingresos nacionales, y que no quedara todo a disposición y manejo del Gobierno central. Éste debe hacer un sacrificio real para traspasar a las regiones y a las comunas el financiamiento que les corresponde.



En este sentido, también habría sido bueno mantener una norma —hoy día desapareció— que elimine las exenciones en el pago de las contribuciones de bienes raíces, salvo que dichas exenciones obedezcan a condiciones económicas de quienes son propietarios, para determinar lo cual hay parámetros. La verdad es que no existe ninguna justificación para que otras instituciones, que tienen ingresos suficientes —y aunque, incluso, no persiguen fines de lucro, tienen socios que sí las pueden aportar—, reciben todos los servicios municipales, se aprovechan de toda la infraestructura municipal, y, sin embargo, están exentas del pago de contribuciones de bienes raíces.



Esa realidad es absolutamente injusta. Es obvio que cuando uno plantea tales hechos va a tocar ciertas organizaciones o actividades que van a tener mucha repercusión pública; pero, ante el Senado, uno tiene que actuar con la honradez de reconocer que ahí existe una de las vías de financiamiento que debieron abordarse real y efectivamente: terminar con las exenciones no justificadas del pago de contribuciones de bienes raíces. Ése es el verdadero financiamiento municipal, por una razón muy simple: esas instituciones o actividades que hoy día están favorecidas son las que mayormente ocupan la infraestructura municipal. Tienen ingresos, y no sólo eso, pues, cuando son corporaciones, cuentan con socios que deben estar dispuestos a contribuir con la cuota que corresponde para el mantenimiento de los servicios municipales.



De todas maneras, creo que este proyecto debe votarse favorablemente en general, sin perjuicio de que hagamos indicaciones, dentro de los límites que nos impone la Constitución, para mejorar algunos de sus aspectos. Voto que sí.

El señor PRAT.- Señor Presidente, como fundamentación del voto, quiero aclarar algo que se ha dicho por otro señor Senador en su fundamentación. Ha afirmado que por unanimidad de la Comisión o de la Sala podría remitirse un proyecto a la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia. Debo rectificarle en el sentido de que el último inciso del artículo 27 del Reglamento no señala que se requiera la unanimidad para ello. Dice solamente que las Comisiones o la Sala podrán solicitar informe a esa Comisión, lo que se entiende que es por mayoría. Sentada esa aclaración, voto que sí.

El señor ROMERO.- Señor Presidente, en forma muy breve, quiero expresar mi aprobación a la idea de legislar respecto de una materia fundamental en la búsqueda de un adecuado financiamiento para la entidad municipal. Pero creo que no se han tocado en el proyecto, ni en sus modificaciones, todos los aspectos que debieran considerarse. Aludo a las exenciones, a las cuales un señor Senador se refirió en forma expresa y con cuyas palabras coincido plenamente.


Es importante revisar las exenciones, para ver manera de encontrar una fórmula más racional y equitativa de asegurar fuentes de ingreso para una actividad que atraviesa por una grave crisis de financiamiento, lo que motiva que sus administradores: los concejos municipales y los alcaldes, enfrenten serias dificultades para abordar en su integridad los problemas de la comuna.


Cuando surgió el concepto de la comuna autónoma, hace más de 100 años, existía la idea de llevar a cabo una descentralización a la que se acompañaran los recursos suficientes. Si bien en la Ley de Rentas Municipales se procura resolver estas dificultades, no se ha encontrado el resorte esencial, cual es la distribución equitativa de la carga, no solamente nacional, sino también municipal.


La cuestión de los derechos de aseo es de carácter crónico. Conozco balnearios de la costa norte de la Quinta Región en que las casas de veraneo prácticamente no están enroladas, ni tampoco pagan derechos de aseo, en circunstancias de que existen posibilidades reales de que sus propietarios contribuyan a financiar la gestión municipal. Y podría señalar muchos otros casos. Obviamente, hay situaciones muy particulares, de personas que, por sus niveles de ingresos, no están en condiciones de efectuar ese gasto. Sin embargo, me parece fundamental revisar el asunto de las exenciones y el de los derechos de aseo.


Respecto de las situaciones de inconstitucionalidad que puedan derivar de esta iniciativa, soy partidario de que se sometan al análisis de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, a fin de tender a una ley sana en todos los aspectos.


Voto que sí.
El señor SIEBERT.- Como anuncié anteriormente, aprobaré en general el proyecto.


Deseo recalcar algo que hizo presente el Senador señor Ríos en su última intervención de ayer: que en el seno de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización se había llegado a un acuerdo con el Gobierno central que se iba a traducir, en definitiva, en un aporte a las municipalidades por un total —me parece— de 38 mil millones de pesos. Además de lo que va a producir la ley en proyecto, que es del orden de 24 mil millones de pesos, el Ejecutivo se comprometió a entregar 14 mil millones, como aporte especial, aparte del financiamiento vinculado al Estatuto Docente y al de Salud Primaria,


Imagino que en este momento el Honorable colega le está haciendo notar al representante del Poder Ejecutivo aquí presente, el señor Director de Impuestos Internos, ese compromiso contraído por el Gobierno. Pienso que ese acuerdo debe rescatarse, a fin de que las municipalidades cuenten con los fondos indispensables para resolver todos los problemas que les competen.


Voto que sí.

El señor THAYER.- Señor Presidente, ayer no usé de la palabra porque, con el objeto de agilizar el despacho del proyecto, preferí plantear directamente al señor Director de Impuestos Internos y al señor Ministro del Interior, que se hallaban en la Sala, mis prevenciones acerca de un aspecto constitucional específico de la iniciativa. Como se decidió consultar algunos aspectos a la Comisión de Legislación, probablemente ese punto será abordado por ella.



Estimo que la idea general del proyecto es favorecer el financiamiento municipal y que a su respecto hay consenso. Me sumo a él. Las observaciones particulares serán materia de la discusión posterior.



Voto afirmativamente.

El señor URENDA.- Señor Presidente, ni yo ni mi Partido participamos en el llamado "acuerdo tributario". Hemos expresado que se requiere un mayor cuidado en establecer impuestos, para facilitar el ahorro tanto de las personas como de las empresas, por cuanto éste es, a la larga, más provechoso para el desarrollo del país.



De ahí que no tenemos compromiso sobre el particular. Sin embargo, tocante a las materias que se han discutido, hay dos aspectos que merecen un análisis.



Diversos Senadores hemos manifestado que resulta curioso que, existiendo un superávit fiscal superior a 300 mil millones de pesos, haya habido tanta preocupación y tanta pasión, en el curso del debate de este proyecto, por aprobar recursos que, según se ha dicho, serán del orden de 24 mil millones de pesos. Y, para rechazar los planteamientos hechos en el sentido de que el Fisco debe traspasar fondos a los municipios, se ha argüido que hay dos situaciones distintas, y que poco menos que se atentaría contra la autonomía de las comunas y de las regiones si el Poder central se desprendiera de algunos de sus impuestos, los cuales tendrían otros destinos, y que, en consecuencia, correspondería a los municipios buscar ingresos adicionales.



Como persona vinculada al proceso de regionalización, creo que esta tesis puede ser tremendamente peligrosa para progresar en la materia. En efecto, si cada vez que intentamos abordar acciones encaminadas a una mayor regionalización establecemos mayores impuestos, estaremos, de alguna manera, frenando esta línea política y de acción tan conveniente para Chile. No olvidemos que, en definitiva, los contribuyentes son los mismos y que, por lo tanto, si el proceso de regionalización se traduce en mayores impuestos, va a ser resistido. Esto no debe ser así.



Si el Gobierno central se desprende de funciones y obligaciones para que las asuman las municipalidades, lo lógico es que, o les traspase recursos o les deje un espacio en el campo tributario para que los nuevos impuestos que se establezcan en favor de las comunas no sean un recargo general a la economía del país. El argumento de que el Estado debe ahorrar no es adecuado, sobre todo en Chile, donde, no obstante los excedentes de recursos, se ponen tantas dificultades al ahorro del hombre común y al de los sectores más pobres. Si parte de tales dineros fuera a las municipalidades, sería plenamente justificado; pero establecer tributos para que el Fisco, simplemente, los ahorre —como se ha dicho—, los guarde y los mantenga como superávit, no tiene sentido si, al mismo tiempo, se determinan para los contribuyentes cargas adicionales. De ahí que, como principio, rechazo lo sostenido sobre este particular.



Si estamos procediendo a regionalizar el país racionalmente, también tenemos que ir racionalizando y redistribuyendo las cargas impositivas, y el Gobierno central deberá buscar un mecanismo para traspasar recursos en forma directa, o, como he expresado, dejar de cobrar ciertos impuestos para que los perciban las comunas.


Deseo hacer otros dos alcances.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Ha concluido su tiempo, señor Senador.
El señor URENDA.- ¿Me permite terminar, señor Presidente? No intervine en todo el debate.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Muy bien.
El señor URENDA,— El primer alcance se refiere a lo manifestado en el sentido de que en Chile no tenemos impuestos exagerados. El concepto de cuándo es o no es exagerado un impuesto es bastante relativo. Lo que sí es claro es que tenemos la mayor tributación de Latinoamérica, mientras que en todo el mundo la tendencia es a rebajar impuestos, no a subirlos, porque eso es lo más eficaz para el desarrollo.


El segundo alcance tiene que ver con el problema de constitucionalidad a que se ha hecho alusión.


También tengo dudas acerca de la constitucionalidad de ciertas normas; pero considero perfectamente lógico que el Senado utilice el recurso reglamentario de solicitar la opinión especializada de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, cuyo pronunciamiento —como se dijo— no será habilitante, ni significará, de por sí, que el problema estará resuelto. Empero, sin duda será ilustrativo; ayudará a formarse un juicio cabal del asunto, para mejor resolver, y disminuirá el riesgo de que el Tribunal Constitucional pueda rechazar alguna disposición.


Por último, creo que debemos evitar el juzgar intenciones. Porque se ha aseverado que ha habido el ánimo de dilatar la tramitación del proyecto, y que las dudas de constitucionalidad —que no las planteé yo— obedecerían a ese espíritu. Debo precisar que el Senado ha tramitado con mayor rapidez que la Cámara de Diputados esta iniciativa, y la experiencia demuestra que lo mismo sucede, en general, en todos los casos.


Por lo tanto, en lo que concierne a mi voto, es a favor, no obstante las reservas que he hecho, porque estimo que hay posibilidades de entregar recursos o de contemplar normas que impliquen ayudar a los municipios. Mas, no me parece conveniente establecer el concepto de que para ayudar a las regiones o comunas necesariamente hay que crear nuevos impuestos, permitiendo que el Poder central siga disponiendo de recursos que le sobran.


Voto que sí.
El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, no pensaba intervenir; pero la fundamentación de voto abre debate sobre cosas que conviene aclarar.


Con relación al tema tributario, podríamos discutir qué países de América Latina tienen mayor carga impositiva. Quizá, nos llevaríamos alguna sorpresa al comparar el sistema vigente en Chile con los de otras naciones del Continente y de otras partes del mundo. Pero esto no es la materia del proyecto.


En el curso del debate se ha planteado por qué el Fisco no transfiere a las municipalidades recursos provenientes del ahorro. Debo hacer presente a los señores Senadores que, al menos en el manejo de la política económica, el pretender disminuir el ahorro del Estado implica desordenar la política fiscal incrementando el gasto.


Por consiguiente, cuando se tiene el propósito de financiar algo, no debe recurrirse al ahorro fiscal. Y tan así es que, si revisamos el acuerdo tributario celebrado el año pasado, veremos que una de las obligaciones que nos autoimpusimos —Oposición y Gobierno— fue no aumentar el gasto más allá del producto. Y la petición que hace ahora la Oposición contradice tal acuerdo, porque obligaría a gastar del ahorro estatal.


Ahora bien, si se quiere transferir mayores fondos de un sector a otro, tiene que hacerse dentro de la misma masa de recursos que existe. Ello significaría reducir fondos en otros ámbitos, o provocar mayor ahorro que el que se ha determinado para cumplir las metas macroeconómicas.


En cuanto al rendimiento del proyecto, alcanza a casi 24 mil millones de pesos. Además, conforme al Estatuto de Salud Primaría, se trasladarán 8 mil millones más, y, por la modificación del Estatuto Docente, en lo relativo a la ley de subvenciones, 14 mil millones. En definitiva, se traspasarán al sistema municipal alrededor de 45 mil millones de pesos. Hay una caída, sí, de lo que estaba presupuestado ingresar a las municipalidades, del orden de 5 mil a 6 mil millones de pesos, que, si resulta posible, habría que tratar de revertir en la discusión particular. De lo contrario, deberemos dejar constancia de que constituye un elemento negativo para el financiamiento de los municipios.


En lo relativo a la proposición de enviar el proyecto a la Comisión de Legislación y Justicia, estoy de acuerdo; lo creo conveniente, a pesar de que no me cabe la menor duda de su constitucionalidad. En todo caso, es bueno reiterar que el informe de esa Comisión sólo tiene por objeto ilustrar a la Sala, porque nadie puede sustituir a ésta ni a las Comisiones respectivas en la determinación de la constitucionalidad de cada uno de los proyectos que llegan a su conocimiento. Sólo debe recurrirse a la Comisión de Legislación y Justicia —como muy bien lo ha expresado su Presidente, en oficio remitido al titular del Senado— en forma excepcional y no como norma general, porque de no ser así esta Comisión se transformaría, en definitiva, casi en un tribunal, aun cuando sus dictámenes no fueran resolutivos, lo cual, además, haría imposible su propia labor. A mayor abundamiento, quiero recordar que existe un informe de la misma Comisión de Legislación y Justicia en el sentido de que tales consultas tienen carácter muy excepcional. En este caso, si se ha manifestado voluntad de entrar a precisar la constitucionalidad del texto, y los Comités están de acuerdo, procede que dicha Comisión se pronuncie sobre el particular.


A pesar de que el proyecto no es lo óptimo que hubiésemos querido, representa una solución importante, y, en ese sentido, resulta muy positivo que hayamos llegado a acuerdo.


Por eso, voto que sí.
El señor ALESSANDRI.- Señor Presidente, por las razones que expuse en la sesión de ayer, comparto en general el proyecto. Sin embargo, anuncio que en la discusión particular votaré en contra de cualquier norma que signifique un aumento de impuestos, porque éstos, en definitiva, gravan a todo el país.


Contrariamente a lo que aquí se ha sostenido, creo que la carga tributaria en Chile es bastante grande. Pensemos solamente que por cada compra hay que pagar 18 por ciento de IVA, que debe ser una de las tasas más altas del mundo por ese concepto.


Por lo tanto, si bien apruebo el proyecto en general, me opondré al aumento del tope a 4 mil unidades tributarias mensuales respecto de las patentes industriales y comerciales.
El señor COOPER.- Señor Presidente, las municipalidades, como parte de la Administración del Estado, deben cumplir distintas funciones. Algunas les son propias; otras se las han delegado o traspasado, como las de salud, educación y atención de menores; y, por último, pueden realizar proyectos con financiamiento específico. Esto me lleva a pensar que las fuentes de financiamiento de los municipios deben ser distintas. Las funciones que les son propias son financiadas con las contribuciones, las patentes, los derechos, etcétera; las funciones traspasadas debieran ser financiadas, a mi juicio, de acuerdo con una sana administración, con recursos fiscales, puesto que se trata de funciones delegadas que no les son propias. Y, en tercer lugar, pueden conseguir financiamiento mediante aportes del sector privado u otras fuentes externas.


Visto lo anterior, aprobaré en general el proyecto, en el entendido de que los recursos, especialmente los que se refieren a derechos, serán aplicados, de acuerdo con una sana administración, a las funciones que son propias de las municipalidades, pues de otro modo estaríamos afectando la autonomía de estos organismos para atender dichas funciones.


Voto que sí.
El señor DÍEZ.- Señor Presidente, me voy a pronunciar a favor de la iniciativa porque, además del tema tributario, que ha monopolizado el debate, ella contiene una serie de disposiciones, sumamente útiles, respecto de materias que, por concitar acuerdo, no han trascendido a la opinión pública. Me refiero, principalmente, a las que dicen relación a la transparencia municipal en la adjudicación de concesiones, licitaciones, propuestas públicas y privadas, contratación de servicios, etcétera, las que, evidentemente, constituyen modificaciones convenientes a la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades.


Del mismo modo, considero útil la fijación en la ley del Fondo Común Municipal, y estimo que el mecanismo previsto para el pago de servicios de aseo que presten los cuerpos comunales representa una forma adecuada, pues considera no sólo el financiamiento municipal, sino también la situación de la gente más modesta.


Me alegro de que el proyecto no contenga en definitiva el impuesto por permiso de circulación de vehículos motorizados. Y espero que él sea un anticipo de otra modificación a la Ley Orgánica, la cual debe irse adaptando de acuerdo con la experiencia que arroje el nuevo funcionamiento de los municipios, con las atribuciones que el Estado les ha traspasado.


Aunque pienso que esta iniciativa implica un paso hacia adelante en la importancia de las municipalidades, debo señalar que aprecio un retroceso en el Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal, el cual resta significación a dichas instituciones.


Señor Presidente, porque el proyecto cumple su finalidad y satisface las aspiraciones de muchos municipios, lo voto favorablemente en general.
El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, el proyecto aborda un tema de la mayor importancia, como es afrontar el déficit que hoy padecen las municipalidades a raíz de una serie de problemas que ya analizamos largamente en el debate. Por eso, no me voy a referir a ellos.


La iniciativa relaciona, a mi juicio positivamente, el financiamiento de los municipios con la posibilidad de que algunos servicios, como el de aseo, sean pagados mediante los derechos correspondientes. En ese sentido, existe cierta racionalidad en la forma como deben financiarse las municipalidades en determinadas disposiciones.


Sin embargo, hay otras que siguen un camino equivocado, pues tratan de resolver el problema simplemente con un alza de impuestos. Se aumentan los tributos locales justamente cuando, gracias a los impuestos nacionales, se ha producido un superávit fiscal importante, varias veces superior al déficit municipal. Entonces, ya que los municipios están realizando tareas propias del interés del Estado, se justificaría plenamente que las subvenciones que reciben de parte de él fueran aumentadas de modo considerable, con el fin de reducir el déficit municipal y permitir que los cuerpos comunales pudieran atender en buena forma sus funciones. No obstante, hay en mi opinión una suerte de egoísmo fiscal a nivel nacional que impide o dificulta ese traspaso de recursos, impidiendo con ello una verdadera descentralización, que no consiste únicamente en transferir atribuciones y que sólo se alcanzará el día en que los municipios y las Regiones cuenten con los recursos que les permitan atender convenientemente las necesidades locales y regionales.



Fuera de lo anterior, me asaltan serias dudas en cuanto a la constitucionalidad del aumento en las patentes comerciales e industriales, por las razones que expuse largamente en el día de ayer. Afortunadamente, esta materia será sometida a la consideración de la Comisión de Legislación y Justicia, donde podrá determinarse, desde una perspectiva técnica, si efectivamente la norma en cuestión adolece o no de un problema de esa índole.


Por las consideraciones anotadas, me abstengo.
El señor LAGOS (Prosecretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.


--Se aprueba en general el proyecto (35 votos a favor y una abstención), dejándose constancia de que se cumple con el quórum de aprobación constitucional requerido.


Votaron por la afirmativa los señores Alessandri, Calderón, Cooper, Díaz, DÍEZ, Errázuriz, Feliú, Fernández, Frei (don Arturo), Frei (doña Carmen), Gazmuri, Hamilton, Hormazábal, Horvath, Larre, Lavandero, Letelier, Martin, Matta, Mc-Intyre, Núñez, Ominami, Otero, Pérez, Prat, Ríos, Romero, Ruiz (don José), Ruiz-Esquide, Siebert, Sinclair, Sule, Thayer, Urenda y Zaldívar (don Andrés).


Se abstuvo de votar el señor Larraín.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Reitero que, por acuerdo de los Comités y de la Sala, los señores Senadores podrán presentar indicaciones hasta el martes próximo, 13 del actual, al mediodía.


Antes de pasar al siguiente punto de la tabla, quiero hacer presente que, por una omisión involuntaria, naturalmente, no se informó en forma oportuna que la hora de Incidentes se iniciará con un homenaje que el Honorable señor Gazmuri rendirá al poeta Nicanor Parra.

AGUINALDO DE FIESTAS PATRIAS
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Corresponde ocuparse en el proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que concede aguinaldo de Fiestas Patrias a los trabajadores que indica, con informe de la Comisión de Hacienda y calificado de "Discusión Inmediata".
--Los antecedentes sobre el proyecto figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:
Proyecto de ley:
En segundo trámite, sesión 30a, en 6 de septiembre de 1994.
Informe de Comisión:
Hacienda, sesión 31a, en 7 de septiembre de 1994.
El señor LAGOS (Prosecretario).- La iniciativa fue iniciada en la Cámara de Diputados por mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, y la Comisión de Hacienda, por unanimidad, recomienda a la Sala acogerla en los mismos término en que lo hizo la otra rama del Parlamento.


Dicha Comisión deja constancia en su informe de que despachó el proyecto debidamente financiado, por lo que sus disposiciones no producirán desequilibrios presupuestarios ni incidirán negativamente en la economía del país.


El texto consta de 12 artículos permanentes.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- En discusión general y particular el proyecto.


Tiene la palabra el Honorable señor Andrés Zaldívar.
El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, la Comisión de Hacienda tomó conocimiento del texto despachado por la Honorable Cámara de Diputados en el día de ayer.


El proyecto, como es tradicional, concede un aguinaldo al personal activo del sector público con motivo de las Fiestas Patrias, cuyo monto en esta oportunidad será de 19 mil pesos, para los trabajadores que perciban una remuneración líquida inferior a 138 mil pesos, y de 14 mil 500 pesos, para aquellos que reciban una cantidad superior.


Comparado el beneficio con el que se otorgó el año recién pasado, se observa un incremento —lo cual resulta positivo— equivalente a 18,8 por ciento, en el caso de los empleados con sueldos bajo los 138 mil pesos, y a cerca de 16 por ciento, respecto de aquellos que obtienen una cifra más alta. Esto muestra en forma clara la intención permanente, en materia de política fiscal, de ir provocando un aumento real en los ingresos de los funcionarios del sector público, y también un elemento de redistribución dentro del mismo.


El costo del proyecto, de acuerdo con las cifras entregadas por el Ministerio de Hacienda, es del orden de 8 mil 700 millones de pesos. El beneficio alcanza a 501 mil trabajadores del sector público centralizado, universidades, escuelas particulares subvencionadas, instituciones descentralizadas, municipalidades (incluyendo al personal traspasado), y otras entidades del sector público.


En la Comisión de Hacienda se discutió, en primer término, el artículo 3o, conforme al cual el otorgamiento del aguinaldo se haría con cargo al presupuesto de las propias instituciones, y en caso de que no dispusieran de esos recursos, sería de cargo fiscal, mediante traspaso que haría efectivo el Ministerio de Hacienda. En este sentido, se creía que, sobre todo respecto de las municipalidades, esto les significaba un gasto no financiado.


Sobre el tema, tomé contacto con el Ministro de Hacienda a fin de requerirle una explicación y poder transferirla a la Sala, ya que ayer no la pudimos tener y creemos que es conveniente. El señor Ministro sostuvo que, de acuerdo a lo ocurrido en otros años, la mayoría de las entidades contempla en su presupuesto lo correspondiente al pago de aguinaldos, ya que los años anteriores también han tenido que cargar con ese gasto. Sin embargo, si hay dificultades en el financiamiento, el Ministerio de Hacienda se guarda la facultad para transferir un aporte fiscal por las posibles diferencias. En el caso de las municipalidades, que es el caso más difícil, el personal traspasado a dichos organismos es del orden de 130 mil funcionarios, siendo los de planta 25 mil. El Ministro de Hacienda me ha asegurado —porque así se ha procedido todos los años— que se transfiere automáticamente a las municipalidades la totalidad del costo de aguinaldo del personal traspasado de los sectores de salud y de educación. Acabo de recibir un fax del Director de Presupuesto, en el cual, señala que, dentro de los 8 mil 700 millones de pesos destinados al aguinaldo, la suma calculada para su traspaso a las municipalidades para pagárselo a estas 130 mil personas es del orden de 2 mil 245 millones de pesos.


Quiero dejar constancia en la discusión del compromiso del Fisco de hacer estas transferencias a las municipalidades, porque, de no procederse así, se les podría provocar una situación difícil, ya que no tienen contemplado en su presupuesto el pago de aguinaldo a los servicios traspasados debido a que el año anterior también fue de cargo fiscal.


En relación con el personal de planta —25 mil funcionarios— los municipios deben disponer de sus propios ingresos, más los incremento y reajustabilidad respectivos, para financiar sus aguinaldos, al igual que cuando se producen reajustes de remuneraciones, ya que dichos gastos también estaban considerados en el presupuesto del año anterior. A pesar de ello, se me ha manifestado que si algún municipio enfrenta una situación difícil por este concepto, tendría que ser revisada. Sin embargo, la norma general, al igual que el año anterior, es que el aguinaldo del personal de planta —25 mil funcionarios— es de cargo de las municipalidades y que el del personal traspasado, ascendente a 2 mil 245 millones de pesos, corresponde al Fisco.


El segundo tema que se planteó, seguramente por no contarse con antecedentes al iniciarse el debate, fue si la iniciativa estaba o no financiada. La Comisión concluyó —insistí mucho en ello— que se encuentra financiada, pues, de acuerdo con el artículo 12 —por lo demás, se trata exactamente del mismo texto que hemos venido aprobando durante los cinco últimos años en el Parlamento; y nunca hemos tenido problemas en esta materia, aun cuando podemos discrepar en cuanto a cómo se financia— el mayor gasto fiscal (y esto también lo ha clarificado el señor Ministro) que represente la aplicación de esta ley se financiará con cargo a un ítem determinado del Tesoro Público, que es como normalmente se hace con este tipo de proyectos.


Por otro lado, se solicitó conocer, dato que no pude entregar a los Honorables colegas pues me acaba de llegar, el estado de cuenta del respectivo ítem de la Partida Tesoro Público; o sea, cuál es el remanente que existe después de todas las imputaciones realizadas durante el año, producto de un sinnúmero de iniciativas despachadas. Dicha información, que me ha sido proporcionada telefónicamente y no por escrito, señala que el saldo en esa cuenta al día de hoy es de 164 mil millones de pesos, cantidad que debe estar disponible para futuros egresos. Hay que tener presente que ese ítem de la Partida Tesoro Público disponía a comienzos de año de una suma aproximada de 315 mil millones de pesos; es decir, de él restan casi el 50 por ciento.


Se sostuvo que el proyecto no estaba financiado, porque el sector descentralizado y las municipalidades no contarían con los recursos para pagar el aguinaldo —ya lo he aclarado—y porque el artículo 12, en relación al artículo 3o, establece que serán de cargo fiscal las cantidades que no puedan pagar tales entidades. Al ser de cargo fiscal, lo estipulado en el artículo 3° pasa a ser parte de la suma total que debe financiarse en virtud del artículo 12.


Por esa razón, he querido ser muy claro y preciso en decir que este proyecto se encuentra financiado y en que la Comisión de Hacienda ha cumplido con las normas constitucionales y con la Ley Orgánica del Congreso Nacional relativas a despachar una iniciativa totalmente financiada.



La Comisión aprobó por unanimidad el proyecto de ley en debate. Y hay que tener en cuenta que debe ser despachado con urgencia si queremos llegar con el beneficio en el momento oportuno.



Es todo cuanto puedo informar, señor Presidente.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Debo recordar a Sus Señorías que la urgencia de la iniciativa es de "Discusión Inmediata".



Tiene la palabra la Honorable señora Feliú.

La señora FELIÚ.- Señor Presidente, efectivamente, tal como planteó el señor Presidente de la Comisión de Hacienda, ayer se suscitó en ella una cuestión de constitucionalidad, promovida por la Senadora que habla —lamento no haya quedado constancia de esto en el informe— en relación con esta preceptiva.



La Constitución Política de 1925 establecía de manera perentoria que cuando el Congreso Nacional aprobaba un nuevo gasto, éste debía estar financiado. Sin embargo, sobre la base de fórmulas relativamente vagas —que eran con cargo a los presupuestos de los servicios, etcétera—, de hecho se aprobaban gastos cuyo financiamiento representaba una emisión inorgánica de dinero.



Por esta razón, cuando se estudió la Carta Fundamental de 1980, según se lee en el informe enviado para su aprobación, se propusieron diferentes normas para un tema común que se denominó "el orden público económico". Y lo primero que se consideró es que jamás debía aprobarse un nuevo gasto con cargo al Presupuesto de la Nación sin que estuviera debidamente financiado.



La Constitución Política vigente, en el artículo 64, inciso cuarto, establece que: "No podrá el Congreso aprobar ningún nuevo gasto con cargo a los fondos de la Nación sin que se indiquen, al mismo tiempo, las fuentes de recursos necesarios para atender dicho gasto.".



Por su parte, la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, en el artículo 17, señala que "cada Cámara deberá tener una comisión de hacienda encargada de informar los proyectos en lo relativo a su incidencia en materia presupuestaria y financiera del Estado, de sus organismos o empresas. En todo caso, la comisión de hacienda deberá indicar en su informe la fuente de los recursos reales y efectivos con que se propone atender el gasto que signifique el respectivo proyecto, y la incidencia de sus normas sobre la economía del país.". Asimismo, el artículo 14 de la misma Ley Orgánica dispone que "Los fundamentos de los proyectos deberán acompañarse en el mismo documento en que se presenten, conjuntamente con los antecedentes que expliquen los gastos que pudiere importar la aplicación de sus normas, la fuente de los recursos que la iniciativa demande y la estimación de su posible monto.".



Luego, el 15, inciso primero, agrega: "No se admitirá a tramitación proyecto alguno que" "no cumpla con los requisitos establecidos en el artículo anterior.". Finalmente, el artículo 21, del mismo texto legal —que se ha recordado muchas veces— dispone: "podrá omitirse el trámite de comisión, excepto en el caso de los asuntos que, según esta ley, deben ser informados por la comisión sobre hacienda.".



Todas estas normas, señor Presidente, procuran proteger que los gastos tengan un financiamiento concreto, real y efectivo y que se indique expresamente el monto del gasto que representa el proyecto.



Mediante esta iniciativa se otorga un aguinaldo de fiestas patrias al sector público entendiendo por tal a los servicios públicos centralizados y descentralizados; a las universidades; a las escuelas particulares subvencionadas; a las corporaciones privadas de enseñanza técnico-profesional; a las instituciones colaboradoras del Sename; a las Corporaciones de Asistencia Judicial y de la Fundación de Asistencia Legal a la Familia; a los sectores de la Administración del Estado traspasados a las municipalidades, esto es, establecimientos de salud y de educación; a los municipios propiamente tales con una dotación de 25 mil personas; a los Tribunales Electorales Regionales; y a las empresas y entidades afectas al decreto ley N° 1.953, de 1977, esto es, aquellas entidades cuyas remuneraciones se fijan por resolución conjunta de los Ministerios de Economía, Fomento y Reconstrucción, de Hacienda y de la Cartera que se relacione la entidad de que se trata. Entonces, este proyecto beneficia a un total de 500 mil personas.



Señor Presidente, este proyecto de ley establece una obligación nueva: pagar un aguinaldo a todas las entidades que acabo de mencionar. Y para que esta nueva obligación tenga un debido financiamiento, debe señalarse que el costo que irroga —cuyo monto no recuerdo en este momento— se imputará al Tesoro Público, porque es un gasto nuevo. Las entidades fiscales no tienen por qué considerarlo. Cuando ellas elaboran sus presupuestos no lo hacen con una adivina para saber qué leyes se aprobarán en el curso del año.


Precisamente, por tratarse de un gasto nuevo que se imputa al Tesoro Público surge el problema de la incidencia financiera a que alude la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional. Entonces, debe analizarse si es bueno imputar mucho gasto al Tesoro Público o si lo es que éste haga economía, como lo planteó el Presidente de la Comisión de Hacienda durante el estudio del proyecto sobre modificaciones a la Ley de Rentas Municipales. Su Señoría defendió que el Fisco ahorre recursos, lo que es muy loable. Y ahí viene la incidencia financiera: no obstante que es bueno ahorrar, este gasto es tan necesario que conviene disponerlo, aprobarlo e imputarlo. Sin embargo —y por eso he formulado cuestión de constitucionalidad—, el artículo 3o del proyecto establece: "Los aguinaldos concedidos por los artículos precedentes, en lo que se refiere a los órganos y servicios públicos centralizados" —esto es la Administración Central, léase Ministerios— "serán de cargo del Fisco y, respecto de los servicios descentralizados," —aquí viene toda una cantidad de entidades públicas, entre las que se encuentran los fiscalizadores y otros— "de las empresas señaladas expresamente en el artículo 1º" —que mencioné hace un momento— "y de las entidades a que se refiere el artículo 2°, de cargo de la propia entidad empleadora. Con todo, el Ministro de Hacienda" —si le parece bien, y esto lo agrego yo— "dispondrá la entrega a las entidades con patrimonio propio de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pueden financiarlos, en todo o en parte, con sus recursos o excedentes.".


Por su parte, el artículo 12 del proyecto dispone que el mayor gasto se imputará a determinado ítem de la Partida presupuestaria Tesoro Público.


A mi juicio, señor Presidente, aquí no se da debido cumplimiento a las normas que he recordado, tanto de la Constitución Política como de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, que establecen un sano manejo de los recursos del Estado. El proyecto dispone una obligación de pago y, por consiguiente, debe considerar también una obligación de traspaso de recursos. En consecuencia, en el Parlamento tenemos muy claro que estamos ante un gasto para el Fisco y, al mismo tiempo, una disminución de los recursos del Tesoro Público equivalente a tantos millones de pesos.


En la sesión de anteayer aprobamos el proyecto sobre seguro social contra riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales a los trabajadores del sector público, respecto de la cual formulé cuestión de constitucionalidad porque señalaba exactamente lo mismo: el mayor gasto que representa se pagará con cargo a ahorro, a economía de los servicios. Pero si se establece como obligación el pago de una cotización, ¿qué debe hacerse?


Está en tabla el proyecto que modifica la base de cálculo del beneficio de asignación de zona para los funcionarios que señala —no sé si lo veremos hoy o en la próxima sesión—, que se halla en idéntica situación: se modifica la base de cálculo del beneficio que entrega un conjunto de organismos y servicios. Y se dice: esto se pagará con cargo al presupuesto de los mismos servicios.



A mi modo de ver, estamos aplicando equivocadamente la Constitución Política y la Ley Orgánica del Congreso Nacional. Esto desde el punto de vista de la constitucionalidad y la legalidad. Pero, además, como sistema resulta absolutamente inconveniente. Esto lleva a un manejo perverso de los presupuestos. Si los servicios saben que se dictarán leyes que los obligarán a hacer determinados pagos si disponen de recursos, se preocuparán, oportunamente, de utilizarlos o invertirlos, porque, de lo contrario, deberán afrontar tales gastos. De manera que tampoco es conveniente una norma de esta naturaleza.



Por esas consideraciones, señor Presidente, lamentándolo mucho, anuncio mi rechazo al proyecto, y formulo expresa cuestión de constitucionalidad a su respecto, porque, a mi juicio, debe suprimirse el artículo 3º. Y, como he dicho, el gasto completo que irroga debe ser asumido por el Fisco, imputándolo al Tesoro Público.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Solicito autorización de la Sala para que me reemplace en la dirección del debate el Honorable señor Díaz.



Acordado.



--Pasa a presidir la sesión, en calidad de Presidente accidental el Honorable señor Díaz.

El señor DÍEZ.- Pido la palabra, señor Presidente.

El señor DÍAZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Errázuriz, quien la había solicitado con anterioridad.

El señor ERRÁZURIZ.- Señor Presidente, como miembro de la Comisión de Hacienda, me ha correspondido estudiar la situación planteada por la cuestión de constitucionalidad formulada por una señora Senadora respecto de la iniciativa en debate, y que se ha reiterado en la Sala.



En mi opinión, todo se origina por un problema de redacción. El artículo 3º declara que el costo del aguinaldo será de cargo de las propias entidades empleadoras. Sin embargo, sabemos que muchas de ellas no cuentan con los fondos necesarios para el efecto. Por tanto, debió haberse precisado en qué caso sí disponen de ellos, en cuáles no, y, asimismo, el monto de los faltantes, en lugar de señalar, simplemente, que “el Ministro de Hacienda dispondrá la entrega a las entidades con patrimonio propio de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pueden financiarlos, en todo o en parte, con sus recursos o excedentes.”.


Hago presente esta observación, fundamentalmente, por entender que guarda relación con un proyecto que acabamos de aprobar en general, vinculado a la administración de las municipalidades. Éstas, como todo el mundo sabe, carecen de los recursos necesarios para solventar sus gastos, en especial en salud y educación. Se ha logrado su aprobación después de un largo debate, de transcurrido mucho tiempo e, incluso, de gran escándalo público en la materia. Sin embargo, cuando se trata de aguinaldos para celebrar las Fiestas Patrias, el Gobierno no tiene problema alguno en cargarlos al Tesoro Público, expresando que aquellos municipios que no cuenten con el financiamiento adecuado recibirán los recursos necesarios para cubrir el gasto que demandará ese beneficio.


Naturalmente, no me opongo al aguinaldo, pero quiero hacer notar la gravedad de que se dé un tratamiento distinto a estas dos iniciativas. El Gobierno ha manifestado —lo ratificó aquí el señor Ministro de Hacienda— que dispone de 164 mil millones de pesos de excedentes en la partida Tesoro Público. Como hasta ahora ha gastado 151 mil millones de pesos —esto es, 19 mil millones al mes—, suponiendo que el señor Ministro mantendrá el muy buen desempeño que ha tenido, se podría estimar en 70 mil millones de pesos el gasto para los cuatro meses restantes. Por tanto, a fin de año sobrarán alrededor de 100 mil millones de pesos en la partida señalada. Entonces, sí existen recursos suficientes. Si consideramos que el Gobierno dispondrá de 2 mil 245 millones de pesos específicamente para los sectores de la Administración del Estado traspasados a las municipalidades, y, además, contemplamos a los aproximadamente 25 mil empleados de éstas, tenemos que la iniciativa va a significar por este concepto, en definitiva, sobre 3 mil millones de pesos.
El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¿Me concede una interrupción, señor Senador? Deseo precisar las cifras.

El señor ERRÁZURIZ.- No tengo inconveniente, si es breve, señor Senador.

El señor DÍAZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Andrés Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Me parece que el Honorable señor Errázuriz está cometiendo algunos errores. Tal vez, no escuchó mi intervención anterior. El total del gasto de la iniciativa, en cifras redondas, es de 8 mil 700 millones de pesos, de los cuales el Fisco va a asumir 2 mil 245 millones por concepto del personal descentralizado. Es decir, no es cierto que la municipalidad va a tener que cargar con 3 mil millones de pesos. Eso lo expliqué claramente y pedí que se dejara constancia en Acta.

El señor ERRÁZURIZ.- Al parecer, el que no entendió bien es el Senador señor Andrés Zaldívar, porque eso es exactamente lo que dije: que el Fisco va a traspasar a los municipios 2 mil 245 millones de pesos para pagar los aguinaldos correspondientes al personal traspasado a las municipalidades, a los cuales deberá agregar los recursos necesarios para las 25 mil 374 personas que se desempeñan en aquéllas. Esto es parte del costo total del proyecto, calculado en 8 mil 699 millones de pesos.



Lo que me interesa destacar es lo siguiente. Si sumamos estos 2 mil 245 millones de pesos a los que se necesitarán para el personal propio de los municipios, llegaremos a una cifra cercana a 3 mil millones de pesos. Entonces, si el Gobierno no tiene inconveniente —así lo demuestra el proyecto en debate— en traspasar a aquéllos la cantidad de recursos que precisan para los aguinaldos, debido a que, como bien señaló el Senador señor Andrés Zaldívar, no están en condiciones de pagarlos, no puedo dejar de señalar que no comprendo las objeciones de la autoridad para solucionar por la misma vía (la partida Tesoro Público) el problema de las rentas municipales. Los fondos existen, no sólo para la celebración de las Fiestas Patrias, sino, también, para resolver los graves problemas de salud y educación que afectan de modo tan serio a la población, especialmente en las comunas rurales y más pobres. Si hay superávit, si el Gobierno no tiene dificultad alguna en traspasar recursos para celebrar el Dieciocho, ¿cómo puede negarse a aportar los necesarios para suplementar lo que falta en el proyecto de ley sobre rentas municipales, en la forma en que sugerí a través de una indicación —no acogida por el Ejecutivo—, que permitiría a los municipios de todo Chile cumplir sus obligaciones de salud y educación? Esa es la pregunta que me formulo.



Por cierto, votaré favorablemente el proyecto en debate, en general y en particular, pero quiero hacer presente la inconsistencia manifiesta en el hecho de que exista plata para financiar el aguinaldo del Dieciocho y no para la salud y educación municipales, lo que no parece razonable. Por tanto, insisto en que, contando con recursos en el Tesoro Público, lo menos que podría hacerse es favorecer a estas 501 mil personas, de las cuales parte importante (155 mil) corresponde a personal dependiente de los municipios, entregándoles los fondos necesarios —repito— en la forma propuesta en la indicación que presenté respecto del proyecto sobre rentas municipales.



Termino, señor Presidente, señalando mi acuerdo con la iniciativa en debate. Celebro el reajuste del aguinaldo de Fiestas Patrias, y que el Gobierno, con cargo al Tesoro Público, disponga los recursos necesarios para pagarlo, y lamento verdaderamente que no haya seguido el mismo criterio en el caso de la salud y educación municipales.


He dicho.
El señor DÍAZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor DÍEZ.
El señor DÍEZ.- Señor Presidente, si algún observador extranjero analizara cómo tratamos algunas iniciativas, se vería obligado a concluir que aún somos un país subdesarrollado en muchas de nuestras prácticas. Lo que se ha dicho aquí es cierto: hace cinco años que venimos sosteniendo idéntica discusión sobre el mismo proyecto. Lo lógico sería que una ley general estableciera un aguinaldo de Fiestas Patrias, indicando las personas que lo recibirán, etcétera; y que cada año se fijara su monto y financiamiento en la Ley de Presupuestos. De esa manera ahorraríamos tiempo y el dinero que cuesta nuestro tiempo.


Señor Presidente, estando de acuerdo con la iniciativa, creo que debiéramos hacer presente al Ministro de Hacienda estas observaciones, porque los países tienen que modernizarse, agilizar sus procedimientos, establecer sistemas objetivos. El que cada año discutamos una misma materia; el que cada año el Gobierno deba negociar con las instituciones a las cuales tiene que hacer aportes; el que cada año haya problemas de atraso en el envío de esos fondos a una serie de organismos, constituye la tradición chilena, pero queremos superarla con rapidez. Si lo hiciéramos, no cabe duda de que, de paso, todas las normas de ordenamiento económico que quiso imponer la Constitución de 1980 serán cumplidas.


Tengo conciencia de que es difícil cambiar los hábitos de un país mediante las normas jurídicas. Pero creo que, en nombre de la modernidad, de la simplicidad, del método, de la transparencia, del ahorro de horas de discusión en el Parlamento y de trabajo a los distintos funcionarios públicos, de la conveniencia de que los funcionarios sepan que cuentan con este aguinaldo y de que se pague oportunamente, debiéramos representar al Gobierno la necesidad de cambiar el sistema, aunque demande mayor trabajo, por una sola vez. Como he dicho, los aguinaldos y gratificaciones debieran contemplarse en la Ley de Presupuestos, donde se especifiquen sus montos y los fondos de cada año, como corresponde a una normativa esencialmente temporal.
El señor DÍAZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Andrés Zaldívar.
El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, sólo deseo hacer presente lo siguiente. Creo muy grave que en los últimos tiempos, cada vez que la Comisión de Hacienda ha despachado un proyecto, se nos esté diciendo que no cumplimos con la Constitución y la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional. Eso me parece inaceptable, más aún cuando se trata de materias debatibles, y cuando quien levanta tales cargos —al menos en mi opinión— no tiene razón alguna, tal como lo demuestra la práctica legislativa de estos cinco años de funcionamiento del Parlamento.


Cabe hacer notar que el manejo del presupuesto de un ministerio de hacienda tiene dos vías: o aumentando un gasto, o ahorrando para financiar otro. Y, precisamente, en esta iniciativa —al igual que en otras— se utilizan ambos procedimientos: se incrementa un gasto con cargo al Tesoro Público, y se ahorra en el caso de los servicios públicos que dispongan de ahorro propio para financiar parte del gasto. Porque no puede partirse de la premisa de que son perversos. Parto de la base de que proceden de buena fe, y no movidos por la maldad, por el deseo de ocasionar un daño al Estado, ya que, si así fuera, las autoridades tendrían que tomar medidas.


Es decir, se trata de dos mecanismos legítimos y válidos en el sistema presupuestario, y cumplen con las disposiciones de la Constitución y de la Ley Orgánica. Y cada vez que se discutan iniciativas como ésta vamos a seguir defendiendo esta tesis, que, por lo demás, no es la del Presidente de Comisión que habla, sino la que ha sido tradicional en los últimos cinco años, no sólo en el tiempo cuando rigió la Constitución de 1925.


En consecuencia, quiero dejar claramente establecido que cada uno de los proyectos que ha debido estudiar la Comisión lo ha despachado con plena responsabilidad y cumpliendo cabalmente con lo que nos exige la Constitución y la ley.



He dicho.

El señor DÍAZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Lavandero.

El señor LAVANDERO.- Señor Presidente, creo que ningún Parlamentario, sea Senador o Diputado, se opone al proyecto en análisis, a entregar un aguinaldo al sector público. De manera que ése no es el centro del debate. Quizá, las discrepancias que hemos manifestado algunos respecto del fondo del mismo se deban a la gran diferencia que se aprecia entre el sector público activo y el pasivo. Hay personas que, después de imponer durante toda su vida, reciben como jubilación, o, en su caso, de montepío, una cantidad similar a la pensión asistencial que percibe otra que nunca ha hecho imposiciones. Aquí se producen distorsiones al igual que en materia de aguinaldos. Por eso —hay que destacarlo—, la unanimidad de la Comisión de Hacienda ofició al señor Ministro del ramo, a fin de que estudie la forma de terminar con estas discriminaciones extraordinariamente injustas, las cuales sólo se deben a los cuantiosos recursos que implicaría entregar un aguinaldo igual a los sectores pasivo y activo. El proyecto beneficia a 501 mil 564 personas de este último grupo; y sabemos que los jubilados sobrepasan el millón, por lo cual las diferencias en número son significativas. Pero lo anterior nada tiene que ver con la ecuanimidad, pues es un problema económico. Nosotros debemos plantear, por sobre todo, niveles de justicia.



Sin embargo, hay otro problema extraordinariamente delicado. Por mucho que se diga lo contrario, a mi juicio, subsisten dudas constitucionales sobre el proyecto. ¿Qué dice la Constitución? Que en la Ley de Presupuestos se pueden hacer traspasos desde el Tesoro Público a distintos Ministerios. Mediante tal facultad, el Ejecutivo transfiere algunos gastos. Pero esa ley sólo lo permite realizarlos entre los Ministerios. No autoriza para hacerlo respecto de organismos autónomos y descentralizados. Eso no está permitido ni en la Carta, ni en la Ley de Presupuestos ni en la Orgánica del Congreso Nacional. De manera que si se efectúa un traspaso al margen de los Ministerios, sería inconstitucional.



El proyecto en debate no determina el costo. Conforme a lo señalado por el propio informe financiero, después de establecerse que son 501 mil 564 personas las que reciben el aguinaldo y que la iniciativa irroga un mayor gasto de 8 mil 699 millones 800 mil pesos —incluidos, por supuesto, los 150 mil trabajadores de las municipalidades—, dice al final “la parte de dicho gasto que compromete al Fisco será financiada con los recursos provisionados en el ítem 50-01-03-25-33.104 del presupuesto vigente del Tesoro Público”. No se señala el monto que se va a traspasar. Y por supuesto serán los municipios los que van a girar contra el Tesoro Público. Y en verdad distribuir recursos del Estado sólo es posible a través de una ley. Un municipio no lo puede hacer. Si no le alcanza el presupuesto, gira con cargo al Tesoro Público, mediante un decreto del Ministro de Hacienda. Por eso se exige cierta rigurosidad en el manejo de los recursos fiscales. La ley manda que el costo exacto de un proyecto sea analizado por las Comisiones de Hacienda, tanto de la Cámara de Diputados como del Senado. Por lo tanto, no se puede hablar de “la parte de dicho gasto”. ¿Qué parte? ¿Cuánta es la cantidad de los 8 mil 699 millones 800 mil pesos que va a colocar el Fisco y cuánta van a aportar los municipios u otras instituciones descentralizadas? Esto, en economía, es elemental, pues de lo contrario no se estaría cumpliendo en buena forma con las disposiciones constitucionales, con la Ley Orgánica del Congreso Nacional ni tampoco con el Reglamento del Senado.


Señor Presidente, nosotros esperamos que el señor Ministro de Hacienda cubra la cantidad total que se entregará a los municipios, o sea los 8 mil 699 millones 800 mil pesos. Porque nosotros estamos estableciendo la obligación de otorgar el aguinaldo a las municipalidades —las cuales pueden desear o no desear hacerlo— sin entregarles los recursos necesarios para ello.


Tengo serias dudas constitucionales. Los reparos de la Honorable señora Feliú, valen también respecto de las rentas municipales. Este proyecto ingresó al Parlamento con un rendimiento de 55 mil millones de pesos, cantidad desglosada en dos ítem: el impuesto territorial y las rentas municipales, las cuales se acaban de aprobar en general. En la Comisión de Gobierno Interior, presidida por el Senador señor Ríos, aquella cantidad se rebajó a 29 mil y tantos millones, y llegó a la Sala con 23 mil millones, es decir, la mitad de lo original.


Las mismas razones de la Senadora señora Feliú en cuanto a las exigencias constitucionales y a la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, rigen para las rentas municipales. ¿Por qué aplicar criterios distintos en uno y otro caso? No es un secreto que se quiso eximir del ciento por ciento del pago de las patentes municipales a las 198 empresas más grandes. Ésta es una cuestión irredargüible. Y la razón es que frente a determinados casos no importa la Constitución ni la Ley Orgánica del Congreso Nacional. Sólo se tienen en cuenta cuando se quiere hacer oposición al Gobierno. Pero afectar los intereses de esas 198 empresas más grandes, ¡eso no!; para ellas no existen la Constitución ni los argumentos aquí dados.


Estoy de acuerdo en que ninguno de nosotros quiere dejar sin aguinaldo a los trabajadores. El monto de él es el mal menor. Y como dicen los campesinos en mi Región: "Del buey un pelo". Por supuesto, los jubilados recibirán una cantidad menor que la de los trabajadores activos. Y no hay razón para esa discriminación. Ambos grupos están formados por seres humanos: unos son trabajadores y otros lo fueron. Por lo tanto, no existe fundamento para una diferencia entre ellos, sino una razón de injusticia social que no se quiere abordar a fondo. Hacerlo significa recursos y alguien debe aportarlos. Evidentemente no lo van a hacer los más pobres, sino los más ricos. Ahí radica el problema y no en el aspecto constitucional.


Anuncio que, pese a todo, mi voto será favorable.
El señor DÍAZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Calderón.
El señor SIEBERT.- ¿Me permite una interrupción, señor Senador?
El señor CALDERÓN.- No tengo inconveniente.
El señor SIEBERT.- Sólo deseo señalar al Honorable señor Lavandero que las empresas más grandes y los más ricos ya hicieron su aporte. Está en los 164 mil millones de pesos que, en este momento, posee el Fisco en el ítem correspondiente, según dio a conocer el Presidente de la Comisión de Hacienda.
El señor CALDERÓN.- Señor Presidente, todos sabemos que hubo acuerdo del Senado en cuanto a acortar nuestras intervenciones respecto de la discusión de las distintas materias, lo cual no se ha cumplido en este proyecto. En efecto, él es tan fácil, elemental y justo que realmente debió ser aprobado sin discusión. El debate del tema ya casi se ha convertido en ritual todos los años. Muchos de estos alegatos constitucionales, que se realizan siempre, a mi juicio, son bizantinos, porque si hubiéramos acogido los reparos hechos, varios proyectos no habrían sido leyes.


La iniciativa otorga un reajuste diferenciado —como aquí se señaló—, con un incremento en el beneficio para los sectores de más bajos ingresos. Los trabajadores cuya remuneración es inferior a 138 mil pesos percibirán un aguinaldo reajustado en 18,8 por ciento —eso es muy positivo— y quienes reciben un sueldo superior a tal cantidad, se beneficiarán con un aumento en 16 por ciento, conforme a un criterio de equidad que viene sosteniendo el Gobierno, el cual me parece muy bueno.



Por eso concuerdo con lo expresado por el Honorable señor Lavandero al final de su intervención, y por varios señores Senadores en la Comisión, en el sentido de que en el futuro se podría tratar en conjunto lo relativo a los aguinaldos de los sectores pasivo y activo, y de que vayan disminuyendo las diferencias en los montos.



Por último, como todos hemos señalado que nos pronunciaremos favorablemente respecto de este aguinaldo para 500 mil funcionarios públicos, podríamos apurarnos en votar.

El señor DÍAZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Thayer.

El señor THAYER.- Señor Presidente, respecto del proyecto, primero debemos fijar la posición central. Existe en el país un hábito muy reiterado, a través de todos los Gobiernos de distintas épocas, en cuanto a otorgar un aguinaldo especial con motivo de la celebración de las Fiestas Patrias. Esto también se ha hecho una práctica en la actividad privada, pues casi no hay contrato colectivo de trabajo que no contemple tal beneficio.



Sin duda alguna, la iniciativa será aprobada por el Senado. Sin embargo, creo que forma parte de la responsabilidad de esta Corporación el fijar pautas, criterios u observaciones para evitar la comisión de errores, sea en el despacho de éste o de futuros proyectos.



He escuchado con suma atención las observaciones respecto de las dudas de constitucionalidad de ciertas disposiciones. No he estudiado el tema con tanta profundidad como para afirmar que el proyecto adolece de inconstitucionalidad, como lo sostiene una distinguida señora Senadora que ciertamente lo analizó de esa manera.



Mi impresión es que la iniciativa no es inconstitucional, y por eso la voy a votar a favor. Si lo fuera, me pronunciaría en contra o me abstendría. En todo caso, pienso que está mal concebida, no en cuanto al objetivo de conceder un aguinaldo de Fiestas Patrias, según la costumbre —buena o mala— establecida en nuestro país y que ahora favorece con mayor cantidad a quien recibe una remuneración baja.



En cuanto al sentido social, a la necesidad política y a la perturbación que ocasionaría el rechazo del proyecto, tengo absolutamente clara la situación y sin ninguna duda lo aprobaré.



Sin embargo, a mi juicio, constituye un mal procedimiento el fijado para el financiamiento de los servicios descentralizados y otros similares. Estoy absolutamente de acuerdo en que, conforme a la afortunada actual circunstancia económica fiscal del país y a la normativa que fija la Constitución, lo sano y claro debiera ser un financiamiento del aguinaldo con cargo al Erario. El hecho de que determinados organismos, de mayor o de menor autonomía, deban cubrirlo con sus recursos y si no los tienen financiarlo a través del Tesoro Público, es un mal procedimiento y linda en lo inconstitucional.



Me atrevo a pensar que no traspasa ese deslinde —por eso lo votaré favorablemente—; pero encuentro absolutamente razonable que merezca dudas a algunos colegas, porque estoy convencido de que es una disposición mal concebida, que produce un efecto perverso. Empleo tal expresión porque fue utilizada por una distinguida señora Senadora no en la primera acepción que el Diccionario de la Real Academia da a “perverso” —aquello que con mala intención se realiza para causar un daño—, sino en la acepción común, es decir, lo que produce un efecto que corrompe, altera o perturba el orden natural a que está destinada una disposición.



¿Y cuál es la perversión que se genera? Que si me exigen pagar de mi bolsillo —estoy hablando en sentido figurado respecto de los organismos a los cuales afectará esta norma—, es una obligación; pero si carezco de los recursos necesarios, lo hace el Fisco. Entonces, si me apresuro a gastarlos, no tendré como cumplir esa obligación. Ése es el efecto perverso de la norma, la cual debería rectificarse.



Respecto del proyecto no tenemos más alternativa que despacharlo en sus actuales términos, debido a la urgencia que tiene.



Afortunadamente, él, aunque malo, no infringe la Constitución. Pasa por sobre las normas de buena administración que el legislador ha dictado respecto de ciertos organismos. La disposición correspondiente tiene un efecto perverso, al permitir que se gaste con premura lo que podría ahorrarse. En efecto, si se economiza habrá recursos y existirá la obligación de pagar, la que de otra manera no se podría imponer. Éste es un mal procedimiento, el cual también se ha establecido en un proyecto de ley sobre el sector pasivo —lo que ha provocado un juicio—, ordenándose a organismos privados el cumplimiento de obligaciones previsionales. ¡Claro que pueden tener recursos, pero destinados a otra finalidad, que se altera precisamente con normas de esta especie!


Por esta razón, con las salvedades que he formulado, voy a votar favorablemente.
El señor DÍAZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Siebert.
El señor SIEBERT.- Señor Presidente, seré muy breve.


La discusión de estos proyectos se ha hecho tradicional. En esta época, siempre se tratan iniciativas de la misma naturaleza cuyo debate da pábulo a que tanto el Gobierno como la Oposición hagan presentes sus respectivos principios sobre determinados aspectos económicos. Y casi siempre terminamos en una aprobación unánime.


En esta ocasión, al anunciar mi voto favorable, quiero decir a los 500 mil chilenos beneficiados por el aguinaldo que ojalá pasen una felices fiestas y que lo que reciban al menos les alcance para comerse un buen asado y para tomarse un buen trago de tinto a la salud de la Patria que está de cumpleaños.
El señor DÍAZ (Presidente accidental).- Procuraremos que así sea, señor Senador.


Tiene la palabra el Honorable señor Alessandri.
El señor ALESSANDRI.- Votaré en favor del proyecto, si el señor Presidente, como Comité Demócrata Cristiano, levanta mi pareo con el Honorable señor Valdés.
El señor DÍAZ (Presidente accidental).- Queda autorizado para votar, señor Senador.
El señor ALESSANDRI.- En todo caso, quiero decir algunas palabras, señor Presidente.


Concuerdo con las apreciaciones del Honorable señor Errázuriz, en cuanto a la distribución de los fondos y a la reticencia del Gobierno central de proporcionar recursos a las municipalidades que los necesitan.


Quiero referirme al problema que se suscitó en Antofagasta: durante 39 días algunos profesores estuvieron en huelga de hambre. Los visité y pude comprobar que tenían la determinación de llegar hasta las últimas consecuencias. Naturalmente, no me pronuncié ni a favor ni en contra, porque con ello habría violado una disposición expresa de la Constitución.



Debemos pensar que el problema se resolvía con 200 millones de pesos. Cuando en el Tesoro Público hay 165 mil millones de pesos, creo que al Gobierno no le habría costado nada adelantar esa cifra, para evitar una situación que perjudicó a alrededor de 39 mil estudiantes de Antofagasta, en especial, a aquellos que están en el último año de su Enseñanza Media y que deben rendir la Prueba de Aptitud Académica.



Afortunadamente, el conflicto terminó; pero la municipalidad tuvo que vender activos para pagar una parte de lo que se debía a los profesores. Y algo les quedó adeudando, porque no le alcanzaron los fondos.



Espero que con la ley que estamos despachando ahora, que da cierta holgura a las municipalidades que carecen de fondos para el aguinaldo, esa situación se solucione en parte, porque la Municipalidad de Antofagasta —según parece— no tiene cómo pagarlo. Si hay dinero para hacerlo, también debiera existir para que dicho municipio —no sé si está bien o mal administrado—, pueda salir de las dificultades en que se encuentra.



Por lo tanto, ojalá que en lo sucesivo —como se dijo ayer— el Gobierno central provea a las municipalidades de los fondos necesarios, con el objeto de que puedan pagar oportunamente a los servicios descentralizados y también el aguinaldo.



Por otra parte, estimo que el Honorable señor DÍEZ tuvo razón al proponer que esta materia sea objeto de una ley general, con lo cual se evitaría que todos  los  años  se suscitara esta discusión, a sabiendas de que existe la costumbre —buena o mala, como dijo el Honorable señor Thayer— de otorgar un aguinaldo de Fiestas Patrias. En mi opinión sería mucho mejor una legislación general, para evitar estos debates.



De manera que, habiéndose levantado mi pareo, anuncio mi voto favorable.

El señor DÍAZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Ríos.

El señor RÍOS.- Señor Presidente, me referiré a una materia ajena al debate, pero relacionada con algunas expresiones de los señores Senadores. Se han referido permanentemente al "Gobierno central", institución inexistente en Chile. En realidad, no se a qué hacen referencia, porque en nuestro país hay un Gobierno nacional, un gobierno regional y un gobierno comunal.

El señor DÍAZ (Presidente accidental).- Estamos de acuerdo con Su Señoría.

El señor ALESSANDRI.- Si el señor Presidente lo permite, doy excusas porque, debí haberme referido al Gobierno nacional y no al Gobierno central. Lo llamé así, por estar en el medio del territorio.

El señor DÍAZ (Presidente accidental).- Como no hay ningún otro señor Senador inscrito, procederemos...

El señor GAZMURI.- ¡Que se elimine la palabra "central" del acta y que se reemplace por "nacional"!

El señor DÍAZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra la Honorable señora Feliú.

La señora FELIÚ.- Señor Presidente, se trata de un concepto técnico sobre administración del Estado consignado en la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado. En realidad no se refiere al centro del país, pues más bien dice relación al hecho de que algunos organismos tengan o no tengan personalidad jurídica. La Administración central está compuesta por los Ministerios y los servicios que carecen de personalidad jurídica. Y así lo define uno de los artículos de la ley mencionada.



Cuando el Honorable señor Ríos alude a "Gobierno central" se refiere a la Administración que se encuentra en la Región Metropolitana; pero el concepto de "administración central" está reconocido en la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado como aquella que no tiene personalidad jurídica.
El señor DÍAZ (Presidente accidental).- Sugiero dejar el debate sobre esta materia para otra ocasión y procedamos a votar.


Si le parece a la Sala, se aprobará en general el proyecto. Y, como no se han formulado indicaciones, quedaría también aprobado en particular por unanimidad.



Acordado.

SUBSIDIO POR CONSUMO DE AGUA POTABLE Y SERVICIO DE ALCANTARILLADO. INFORME DE COMISIÓN MIXTA

El señor DÍAZ (Presidente accidental).- Corresponde tratar el informe de la Comisión Mixta, aprobado por la Cámara de Diputados, recaído en el proyecto de ley sobre la materia del epígrafe, con urgencia calificada de "Simple".
--Los antecedentes sobre el proyecto figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:
Proyecto de ley:
En segundo trámite, sesión 1ª, en 31 de mayo de 1994.
En trámite de Comisión Mixta, sesión 15a, en 21 de julio de 1994.
Informes de Comisión:
Economía, sesión 8a, en 23 de junio de 1994.
Mixta, sesión 32a, en 8 de septiembre de 1994.
Discusión:
Sesión 12a, en 12 de julio de 1994 (se aprueba en general y particular).
El señor LAGOS (Prosecretario).- Por oficio número 175, de 19 de julio pasado, la Cámara de Diputados aprobó la proposición de la Comisión Mixta, según las consideraciones que se establecen en el boletín 1052-09.
El señor HORMAZÁBAL.- Señor Presidente, creo que el debate que se hizo en su oportunidad fue suficientemente extenso. Por lo tanto, como la Comisión Mixta sugiere un procedimiento que recoge parte de lo que el Senado aprobó y lo que la Cámara razonablemente resolvió, creo que sería conveniente aprobarlo sin mayor discusión.
El señor DÍAZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra la Honorable señora Feliú.
La señora FELIÚ.- Señor Presidente, quiero dar una breve explicación respecto del informe de la Comisión Mixta recaído en un proyecto de ley muy importante y de gran significación social.


En virtud de él, se introducen algunas enmiendas a disposiciones de la ley N° 18.778 y sus modificaciones, que consagra y concede un subsidio para el agua potable y para los gastos de alcantarillado a las personas de escasos recursos, consideradas en esa condición según los parámetros de las fichas CAS que llevan los municipios.


El informe de la Comisión Mixta propone la aprobación de algunas normas propuestas por el Senado y de otras sugeridas por la Cámara.


El N° 3 establece que, tratándose de los sistemas rurales de agua potable, mientras no haya servicios públicos, la municipalidad podrá efectuar pagos de subsidio al administrador de dichos sistemas. Además, establece la obligación del administrador de rendir cuenta al municipio y a los beneficiarios cada seis meses.


La disposición fue aprobada por el Senado, y la Cámara de Diputados la rechazó, por tener dudas de que los municipios dispusieran de los recursos técnicos o de otra naturaleza para los efectos de desarrollar esta labor.


En definitiva, se aprobó la disposición del Senado, sobre la base de que mejora el sistema de que se trata, especialmente su transparencia, y de que los municipios podrán efectuar esa revisión, sin perjuicio, además, de la respectiva rendición de cuentas a los beneficiarios, cuestión muy importante, ya que permite tener conocimiento de que no hay en esto ninguna irregularidad.


El N° 4 propuesto por el Ejecutivo y aprobado por la Cámara de Diputados, fue rechazado en su oportunidad por el Senado. Respecto de esta disposición, se sugiere una nueva redacción, aprobada por la Comisión Mixta, que, en definitiva, trata de eliminar la referencia al subsidio a la inversión, estableciendo un sistema de excepción por un lapso indispensable para cubrir la diferencia en los sistemas rurales de agua potable, lo que permite subsidiar abarcando la diferencia entre los costos y el monto financiable de los usuarios.



Entonces, se consagra la posibilidad de otorgar subsidios a la inversión en los sistemas rurales de agua potable. Ellos se destinan a cubrir —repito— la diferencia entre los costos y el monto sustentable de los usuarios.


El Senado aprobó una norma que posibilita fijar un texto refundido de la presente iniciativa y las leyes anteriores, que cuentan ya con tres modificaciones, de tal manera que esta materia pueda ser conocida con facilidad, tanto por las municipalidades cuanto por las empresas que prestan el servicio de agua potable, como, también, por los usuarios. Esto fue aprobado por la Comisión Mixta en los términos propuestos por el Senado.


En cuanto a la norma aprobada por la Cámara de Diputados, rechazada por el Senado, por la cual los prestadores de agua potable pueden solicitar el subsidio en nombre de las personas beneficiadas, se la aprobó en la Comisión Mixta sobre la base de diferentes consideraciones. Y muy importante, entre otras cosas, fue lo planteado por el Diputado señor Huenchumilla, en el sentido de que estas empresas, siendo, además, privadas, en todo caso pueden recibir mandato de las personas beneficiadas. Y, en esta perspectiva, la ley, como se propone en esta iniciativa, daría un mandato general para que las empresas soliciten el subsidio.


Por todas estas consideraciones, voy a votar favorablemente el informe de la Comisión Mixta, y solicito al Honorable Senado pronunciarse en iguales condiciones.

El señor DÍAZ (Presidente accidental).- Si le parece a la Sala, se aprobará el informe de la Comisión Mixta.



--Se aprueba el informe de la Comisión Mixta.

PLANTAS DE PERSONAL DE GOBIERNOS REGIONALES

El señor DÍAZ (Presidente accidental).- Corresponde ocuparse en el proyecto de la Cámara de Diputados que establece plantas de los servicios administrativos de los gobiernos regionales, con nuevo segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, y con urgencia calificada de "Simple".

--Los antecedentes sobre el proyecto figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:

Proyecto de ley:

En segundo trámite, sesión 4ª, en 13 de octubre de 1993.

Informes de Comisión:

Gobierno, sesión 8ª, en 19 de abril de 1994.

Hacienda, sesión 8ª, en 19 de abril de 1994.

Gobierno (segundo), sesión 16ª, en 2 de agosto de 1994.

Hacienda (segundo), sesión 16ª, en 2 de agosto de 1994.
Gobierno (nuevo segundo), sesión 26a, en 30 de agosto de 1994.
Discusión:
Sesiones 9a, en 20 de abril de 1994 (se aprueba en general); 17a, en 3 de agosto de 1994 (queda para segunda discusión); 19a, en 9 de agosto de 1994 (pasa a nuevo segundo informe).
El señor LAGOS (Prosecretario).- Se trata de un nuevo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el acuerdo y observaciones formuladas por sus miembros respecto del proyecto de ley sobre plantas de los servicios administrativos de los gobiernos regionales.


El Senado, en sesión de 9 de agosto, acordó que el proyecto que se encontraba en la discusión particular, volviera a la Comisión, con el objeto de que ésta analizara los diversos puntos de vista expresados en el análisis en particular tocante a los órganos que componen el gobierno regional.



En cumplimiento de este acuerdo, la Comisión, por unanimidad, informa que en su opinión, "la ley orgánica constitucional sobre gobierno y administración regional consigna dos entes distintos que reciben el mismo nombre. En efecto, el referido cuerpo legal entrega al gobernador provincial funciones propias de administración regional como las señaladas en los artículos 44 y 45, que dicen relación con el desarrollo e inversión de los recursos previstos para la provincia y otras tareas de asesoramiento y asistencia de diversos entes locales, entre los que se encuentran los municipios".



Agrega lo siguiente: "Al mismo tiempo, este cuerpo legal otorga a los gobernadores funciones ejecutivas propias del gobierno interior del país, como son las relativas al mantenimiento del orden público, la aplicación sobre normas de extranjería, la vigilancia de los bienes del Estado y otras en que actúa como autoridad desconcentrada del intendente.".


Asimismo, el informe consigna las opiniones de los señores Senadores miembros de la señalada Comisión.
El señor DÍAZ (Presidente accidental).- Prosiguiendo la discusión particular, ofrezco la palabra.
El señor RÍOS.- Pido la palabra, señor Presidente.
El señor DÍAZ.- (Presidente accidental).- Tiene la palabra Su Señoría.
El señor RÍOS.- Señor Presidente, quiero señalar a los señores Senadores que el informe, que efectivamente firmamos quienes integramos la Comisión, analizándolo un poco más a fondo no refleja en toda su magnitud el acuerdo de la Comisión, ya que si bien es cierto que en él se halla establecido —como señaló el señor Secretario— el acuerdo propiamente tal, posteriormente se consignan opiniones que desvirtúan lo esencial del acuerdo que ahí se indica, en lo relativo a la existencia de hecho de dos gobiernos regionales, con nombres iguales, pero constitutivos de dos entes absolutamente distintos.


Esta situación nos lleva a un proceso que, desde mi perspectiva, es bastante más profundo. ¿Por qué motivo? Porque resulta que, al discutirse la Ley de Presupuestos, en una de las Partidas se fijaron los recursos destinados a los gobiernos regionales. Y recuerdo que dichos recursos oscilan entre 650 y 865 millones de pesos, dependiendo de las características de la Región, el número de habitantes, su aspecto geográfico, etcétera.


Cuando votamos dicha norma en el caso de mi Región, la Octava, fueron aprobados —y en ese sentido voté yo— aproximadamente 835 millones para el gobierno regional, no para la Intendencia de la Octava Región, como, asimismo, fueron aprobados 600 y tantos millones, no para la Intendencia de la Tercera Región, sino para el gobierno regional.


Posteriormente, al conversar en general con los intendentes del país, llegué a la conclusión de que efectivamente lo que yo había aprobado —como también el Senado y la Cámara de Diputados, lo que después fue promulgado por el Presidente de la República— eran recursos para una entidad distinta de la que estábamos considerando, pero que tenía igual nombre.


La expresión "gobierno regional" viene ya desde hace bastante tiempo, y en ella están incorporados los gobernadores, etcétera.


Pero lo que se aprobó —y aquí está el acuerdo de la Comisión, por lo que solicito a Sus Señorías ver ese acuerdo y no las otras observaciones, porque ellas corresponden a opiniones personales de los señores Senadores—, en cuanto a plantas de los gobiernos regionales, está referido a la reforma constitucional que creó este ente de gobierno regional, y no a otros entes también denominados "gobiernos regionales", pero que, de hecho, legalmente no existen, sino que son parte de la administración interior del Estado.


Ése es el problema.


Entonces, lo que sucedía, por ejemplo, con lo tocante a los auxiliares, es que uno se preguntaba por qué hay 18 ó 20 auxiliares en una oficina. Y ocurría que se estaban empleando y enviando auxiliares a las gobernaciones, que son entes distintos del gobierno regional establecido en la reforma constitucional correspondiente y en la ley orgánica constitucional respectiva.


Con estos antecedentes, la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización del Senado, por unanimidad, dejó establecido en el acuerdo tal hecho. Y, al mismo tiempo, llama la atención que en la discusión de la Ley de Presupuestos deberá necesariamente crearse una partida nueva. Y esto es muy importante, porque no existe —tal como se aprobaron las leyes de Presupuestos anteriores— la Partida de gobierno regional. No recuerdo exactamente la ley relativa a los gobiernos regionales. Pero debe hacerse la diferencia, si es que el Ejecutivo o la institucionalidad siguen manteniendo el nombre de "gobierno regional" para los otros entes que forman parte de la administración interior del Estado, pero que no lo son del gobierno regional.


Señor Presidente, espero haber explicado claramente esto. Porque es una situación muy especial, que reviste una trascendencia enorme para todo lo que es la administración interior del Estado.


Por eso, entonces —y aquí expreso mi opinión personal, no como Presidente de la Comisión, ya que lo anterior lo señalé en esa calidad—, me interesa sostener frente al Senado que, entendiendo que lo que vamos a aprobar en lo que a plantas de los servicios administrativos de los gobiernos regionales está referido a los gobiernos regionales creados por la reforma constitucional ya señalada, de 1992, debemos necesariamente resolver si establecemos las plantas propuestas por el Ejecutivo o si entregamos a los gobiernos regionales la alternativa de poder ellos proponerlas, conforme a límites de recursos fijados, naturalmente, por la misma Ley de Presupuestos y por el Ministerio del Interior, a fin de que elaboren las plantas adecuadas para estos organismos regionales.


Soy partidario, en ese caso, de mantener el criterio aprobado en general por el Senado, en el sentido de que los gobiernos regionales propongan las plantas, de una vez por todas, y no seamos nosotros quienes las establezcamos, porque ya vienen mal estructuradas, tal como lo señala el acuerdo de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.


He dicho.
El señor DÍAZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra la Honorable señora Feliú.
La señora FELIÚ.- Señor Presidente, la situación a la que acaba de aludir el señor Presidente de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización del Senado, dice relación a los proyectos de plantas presentados en el segundo informe de dicha Comisión.


La duda radica en si estaría bien o no aprobar las plantas propuestas. Porque en ellas no se contemplan los cargos de intendentes y gobernadores. Las plantas —como indica el proyecto— son relativas a los servicios administrativos de los gobiernos regionales.


A eso apuntan las observaciones del Honorable señor Senador.



Ésa es una materia que dice relación a la forma en que las plantas deben expresarse, a qué cargos deben contener.



Otra cuestión distinta es la que Su Señoría planteó al final de su intervención, y se refiere a si es conveniente aprobar el segundo informe de la Comisión, o si, por el contrario, es preferible rechazarlo, para dejar vigente una facultad delegada que venía en el primer informe.



Me abocaré separadamente al análisis de los dos temas.



En cuanto a la delegación de facultades, debo señalar que personalmente presenté indicación para volver al texto original, enviado por el Ejecutivo en el mensaje y aprobado por la Cámara de Diputados, que consigna en una ley, aprobada por el Congreso Nacional, las plantas del personal de los servicios administrativos de los gobiernos regionales.



La indicación que formulé para no aceptar una delegación de facultades y, por el contrario, aprobar las plantas propuestas por el Gobierno y aprobadas por la Cámara de Diputados, dice relación a distintas consideraciones.



En primer término, creo que las plantas deben aprobarse por leyes formales, salvo cuando ello sea imposible, como ocurrió respecto de los municipios, lo que, incluso, ha generado múltiples problemas en el ejercicio de la facultad delegada.


La aprobación por el Congreso de las plantas tiene la transparencia y la virtud de permitir discutir con los servicios de que se trata, y ver si realmente ellas —dentro de los límites presupuestarios, naturalmente— se ajustan a las necesidades que se pretende cumplan los servicios respectivos.


En segundo término, la delegación de facultades contemplada en el primer informe de la Comisión era de tal número de días y requería una proposición de los gobiernos regionales, lo que significaba que en un año más estos gobiernos se encontrarán sin personal.


Si los gobiernos regionales están un año más sin personal que desarrolle las labores respectivas, ello significará, en la práctica, que no se cumplirá la ley N° 19.175, sobre Gobierno y Administración Regional, porque no habrá quien ejecute las labores de que se trata.


En tercer término —esta materia la conversé con el señor Subsecretario de Desarrollo, quien me corroboró que la situación era como yo la entendía— estas plantas, cuando el Ejecutivo, a través del Ministerio del Interior, las propuso en el proyecto enviado para su tramitación en el Congreso Nacional, fueron discutidas con dichos gobiernos, y corresponden a sus necesidades, con las debidas limitaciones, por supuesto, que nacen de la escasez de recursos. Luego, al dar una delegación de facultades para fijar las plantas, creo que, junto con demorarnos un año más para que éstas queden en definitiva aprobadas por un decreto con fuerza de ley, vamos a obtener el mismo resultado que el del proyecto que estamos aprobando en este momento. Ello, porque tendrá que contemplarse lo que piden los gobiernos regionales, que ya han sido oídos; y, por otra parte, habrá que ajustarse a las disponibilidades presupuestarias. En este caso, se ha tenido ocasión de escuchar a los gobiernos regionales, y saber si tales disponibilidades se ajustan o no a sus necesidades, dentro de los límites del caso.


Por estas consideraciones, y respecto de si debe tratarse de un decreto con fuerza de ley o una ley formal, me inclino a aprobar lo propuesto en el mensaje del Presidente de la República, lo que aprobó la Cámara de Diputados (es lo que se contiene en el segundo informe), que es un proyecto que contempla las plantas de los gobiernos regionales.


Quiero hacer resaltar, además, otro elemento. Tanto si la planta se aprueba por ley, según se propone en el segundo informe, como si se aprueba por un decreto con fuerza de ley, su modificación tendría que hacerse por ley. En consecuencia, los problemas que presente el primer funcionamiento de tal planta de todas maneras deben ser objeto de norma legal.


No tengo duda alguna de que la planta podrá presentar deficiencias en un funcionamiento real y efectivo de los gobiernos regionales; pero tendrá que tener un ajuste por el hecho de ser algo nuevo. Recuerdo que cuando discutimos la ley N° 19.175 teníamos claro que estábamos creando un mecanismo que en Chile no existía, un sistema de regionalización que permite a las regiones actuar por sí mismas en numerosas materias. A la vez, sabemos que hay una voluntad política que permite procurar que, a través de la Ley de Presupuestos, se asignen los recursos pertinentes.


En realidad, estando en el mes de septiembre de 1994, si en este momento se aprueba una delegación de facultades, significa que no vamos a tener planta de los gobiernos regionales por lo menos hasta septiembre de 1995. Eso me parece muy inconveniente.


Por esas consideraciones, creo que debe dictarse una ley.
El señor DÍAZ (Presidente accidental).- Perdón, señora Senadora, se ha agotado el tiempo del Orden del Día.


Propongo que lo prorroguemos por lo menos hasta que termine su exposición la Honorable señora Feliú.


Acordado.
La señora FELIÚ.- Señor Presidente, en lo que dice relación a los cargos que se contemplan aquí, y al punto concreto de si este proyecto debe contemplar los cargos de intendentes y gobernadores cuando aprueba la planta para los servicios administrativos —según los llaman el Ejecutivo y este texto— de los gobiernos regionales, les ruego que me perdonen, pero quisiera hacer una breve historia de lo que son el gobierno y la administración.


Al Presidente de la República le corresponden el gobierno y la administración del Estado, de acuerdo con el artículo 24 de la Constitución Política. Para los efectos del gobierno y la administración interior, el territorio se divide en regiones, y éstas, en provincias. El gobierno de cada región reside en un intendente, que es de la exclusiva confianza del Presidente de la República; es su representante natural e inmediato en el territorio, y recibe órdenes o instrucciones directamente del Jefe del Estado.


A su vez, en cada provincia existe una gobernación, que es un órgano territorialmente desconcentrado del intendente, que está a cargo de un gobernador nombrado y removido libremente por el Presidente de la República.


De acuerdo con el artículo 4o, letra a) de la Ley Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, al gobernador le corresponde, entre otras funciones, "Ejercer las tareas de gobierno interior" en su provincia, "especialmente las destinadas a mantener el orden público y la seguridad de sus habitantes y bienes;".


Conforme a lo establecido en esta misma ley, al Servicio de Gobierno Interior le corresponde apoyar el ejercicio de las funciones y atribuciones que en materia de gobierno interior son propias de los intendentes y gobernadores (artículo 12 de la ley N° 19.175).


Por su parte, la administración superior de cada región radica en un gobierno regional, que tiene por objeto el desarrollo social, cultural y económico de la región, el que está constituido por el intendente y el Consejo Regional.



El intendente es el órgano ejecutivo del gobierno regional, y le corresponde presidir el consejo regional. Para el cumplimiento de estas funciones, el intendente contará —establece la ley— con una estructura administrativa que le estará directamente adscrita. Esta estructura estará compuesta por dos divisiones: una de administración y finanzas, y otra de análisis y control de gestión.



Los gobernadores tienen a su cargo la administración superior de la respectiva provincia.



En suma, de acuerdo con lo expuesto, tanto los intendentes cuanto los gobernadores, tienen dos órdenes de atribuciones: de gobierno y de administración. Para el cumplimiento de las primeras, esto es, las de gobierno, cuentan con el apoyo del servicio de gobierno interior, del cual forman parte y en cuya planta están considerados sus cargos. Y para el ejercicio de las últimas, la ley prevé que se les dote de una estructura administrativa conformada por dos divisiones. Esta estructura constituirá el servicio administrativo del gobierno regional, organización de la cual el intendente es el jefe superior, según establece el artículo 27 de la ley mencionada, y a la que este proyecto de ley en trámite le fija, por primera vez, su planta de personal. Esto permitirá que entre real y verdaderamente en funciones.



En consecuencia, las plantas del personal que la iniciativa contempla se ajustan, a mi juicio, a derecho, en cuanto a no considerar formando parte de ellas a los intendentes y gobernadores, pues, tal como he dicho, estas autoridades tienen establecidos ya sus cargos en la planta del servicio de gobierno interior.


En todo caso, no debe olvidarse que, por disposición del artículo 27 de la ley N° 19.175, sobre gobiernos regionales, el intendente es el jefe superior del servicio administrativo del gobierno regional. En tal medida, idealmente ocupa un nivel jerárquico; pero, realmente, su empleo no puede estar considerado —ni el del gobernador— en dos plantas. Y las dos plantas que se mantienen en vigencia, me parece que se ajustan plenamente a la Ley sobre Gobierno y Administración Regional.


Por esa razón, no estando de acuerdo en la delegación de facultades, sino en que se apruebe la planta tal como lo propusieron el mensaje del Presidente de la República y la Cámara de Diputados, por las razones que ya he expuesto y considerando el artículo plenamente ajustado a derecho, a la ley N° 19.175 y a la Constitución Política, creo que debe ser aprobado, pese a la circunstancia de que no se contemplen en este proyecto los cargos de intendentes y gobernadores.
El señor DÍAZ (Presidente accidental).- Este proyecto quedará en el primer lugar de la tabla de la sesión del martes 13.
ACUERDO DE COMITÉS
El señor DÍAZ (Presidente accidental).- El señor Secretario dará cuenta de un acuerdo de Comités.
El señor LAGOS (Prosecretario).- Los Comités han acordado hoy fijar un nuevo plazo, hasta el lunes 3 de octubre, a las 12, a contar desde esta fecha, para presentar indicaciones al proyecto que modifica el decreto ley N° 3.500, en materia de administración de fondos de pensiones; el decreto ley sobre administración de fondos mutuos; la ley N° 18.045, sobre mercados de valores; el decreto con fuerza de ley N° 251, de Hacienda, sobre compañías de seguros, y la ley N° 18.815, que regula los fondos de inversión.
VI. INCIDENTES
PETICIONES DE OFICIOS

El señor LAGOS (Prosecretario).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

________________



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor Bitar:

COSTOS DE FUNCIONAMIENTO DEL CONCRESO NACIONAL



"A los señores Ministros de Transportes y Telecomunicaciones y de Planificación y Cooperación, para que elaboren un estudio sobre costos de funcionamiento del Congreso Nacional en Valparaíso, con relación a su funcionamiento en Santiago.".

________________



Del señor Cantuarias:

TERRENO DONADO A CARABINEROS DE VILLA NONGUEN, DE CONCEPCIÓN



"Al señor Ministro de Defensa para que informe sobre destino dado al terreno donado por vecinos de Villa Nonguen a Carabineros, para la construcción de una unidad policial.".

AMPLIACIÓN DE ENSEÑANZA EN VILLA NONGUEN, DE CONCEPCIÓN



"Al señor Ministro de Educación, pidiendo su opinión sobre necesidad de ampliación de la enseñanza básica y media, manifestada por vecinos de Villa Nonguen.".

SITUACIÓN DE EX TRABAJADORES DE CARBONÍFERA SCHWAGER

(OCTAVA REGIÓN)



"Al señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, para que opine sobre carta viada por ex trabajadores de Empresa Carbonífera Schwager al Presidente de la República, referente a su actual situación.".

CONSTRUCCIÓN DE VIVIENDAS BÁSICAS EN CONCEPCIÓN



"Al señor Ministro de Vivienda y Urbanismo, para que proporcione información sobre construcción de 1.176 viviendas básicas por SERVIU en el sector Leonera, donde la Contraloría General investiga irregularidades.".

PAVIMENTACIÓN DE CALLES EN VILLA NONGUEN, DE CONCEPCIÓN



"Al señor Ministro de Vivienda y Urbanismo, para que informe sobre posibilidad de incorporación de vecinos de Villa Nonguen, de Concepción, a programas de pavimentación de calles.".

PERMANENCIA DE ESTADIO DE PENCO (OCTAVA REGIÓN)



"Al señor Ministro de Bienes Nacionales, para que explore posibilidad de que el Estadio de Penco (ex Lozapenco) permanezca al servicio del deporte local mediante permuta de terrenos.".

REGULARIZACIÓN DE CUENTAS DE AGUA EN VIVIENDAS DEL SECTOR LEONERA (OCTAVA REGIÓN)


"Al señor Ministro Vicepresidente de la Corporación de Fomento de la Producción, para que gestione solución a cobranza de elevadas cuentas de agua a vecinos de conjunto habitacional del sector Leonera, Concepción.".
SISTEMAS DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO EN VILLA NONGUEN.
EN CONCEPCIÓN


"Al señor Ministro Vicepresidente de la Corporación de Fomento de la Producción, para que informe sobre explotación forestal próxima que afectaría el sistema de agua potable de Villa Nonguen, y proyecciones de programa de construcción de alcantarillado en sectores de la Villa, en Concepción.".

________________



Del señor Errázuriz:

ANTECEDENTES SOBRE PERSONAL A CONTRATA EN TODOS LOS MINISTERIOS


“A todos los señores Ministros, para que informen sobre cantidad y condiciones de actual personal a contrata en esas reparticiones.”.

NOMBRAMIENTOS DE PERSONAL EN SERVICIOS PÚBLICOS



“Al señor Contralor General de la República, para que proporcione antecedentes sobre número de decretos de nombramiento de personal y otras informaciones sobre la materia, de los últimos cinco años.”.
PERSONAL A CONTRATA EN SERVICIOS PÚBLICOS


"A todos los señores Jefes superiores de servicios públicos para que informen sobre cantidad de personal a contrata, remuneraciones y antigüedad de quienes trabajan en ellos.".

________________



Del señor Frei (don Arturo):

APLICACIÓN DE PARTIDA PRESUPUESTARIA DE DIGEDER


"Al señor Ministro de Hacienda, para que estudie posibilidades de corrección en procedimiento de aplicación de partida presupuestaria de la Dirección General de Deportes y Recreación, en relación a entrada en vigencia de ley N° 19.135.".
________________



Del señor Horvath:

DATOS PARA APLICACIÓN DE LEY DE BASES DEL MEDIO AMBIENTE


"A los señores Ministros del Interior, de Defensa, de Economía, de MIDEPLAN, de Educación, de Obras Públicas y de Agricultura; a los señores Comandantes en Jefe del Ejercito, de la Armada y de la Fuerza Aérea; al señor General Director de Carabineros, al señor Director General del Territorio Marítimo y Marina Mercante Nacional, al señor Director Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero, al señor Director General de Aguas, al señor Director del Servicio Nacional de Pesca y al señor Director Ejecutivo de CONAF, para que estudien los riesgos de la forma actual de almacenamiento de datos sobre componentes del ambiente colectados a través de satélites.".

ANTECEDENTES SOBRE MICROCENTRALES HIDROELÉCTRICAS EN MELINKA Y TAPERA, EN PROYECTO (UNDÉCIMA REGIÓN)


"A los señores Ministro del Interior, Subsecretario de Desarrollo Regional e Intendente de la Región de Aisén, para que remitan antecedentes sobre microcentrales hidroeléctricas en proyecto, en Melinka y Tapera.".

ANTECEDENTES SOBRE PETICIONES DE ACUICULTURA


"A los señores Ministro de Economía y Subsecretario de Pesca, para que envíen antecedentes sobre peticiones de acuicultura de pescadores de la Undécima Región.".
RESTRICCIÓN PARA TRABAJAR BUSES LICITADOS


"Al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, para que informe sobre normas que prohíben trabajar en regiones con buses licitados en Santiago.".

________________



Del señor Siebert:
PAGO DE INDEMNIZACIÓN A TRABAJADOR DESPEDIDO EN CASTRO (DÉCIMA REGIÓN)


"Al señor Ministro de Vivienda y Urbanismo, para que informe sobre no pago de indemnización por despido del trabajador señor Ramón Chiguay, que se desempeñaba en la Corporación de Servicios Habitacionales de Castro.".

COBERTURA DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO EN QUELLÓN
(DÉCIMA REGIÓN)


"Al señor Gerente General de ESSAL, para que informe sobre programas previstos para aumentar la cobertura de agua potable y alcantarillado en Quellón, y posibles reuniones de coordinación con bases poblacionales.".

________________

El señor DÍAZ (Presidente accidental).- En la hora de Incidentes, tiene la palabra, en primer lugar, el Honorable señor Gazmuri.

ANTIHOMENAJE A DON NICANOR

El señor GAZMURI.- Honorables:


Quisiera pedirles esta mañana que me acompañen con un minuto de su silencio para que, durante treinta segundos, se convierta este lugar en el Antisenado de  la  República,  un  gran  artefacto donde podamos oír el tic tac maravilloso que —creado con nuestra propia relojería—, por ahí, en el barrio chino del idioma español, nos ha regalado Nicanor Parra en su antipoesía.


Él, que, como dicen, cumple por cuarta vez veinte años, nos diría sin tapujos: "A otro Parra con ese hueso".


Pero hoy, en un simple minuto de silencio vivo, bullicioso, este lugar será su bodega: aquí la feria de Chillán, acá el circo, la escuela primaria, la calle del pueblo, la coloquial guitarra de las cuecas largas; en fin, toda la botica nacional y sus estantes.


Aquí, entonces, don Nicanor, va un minuto de este Antisenado, vuelto ferretería con todos y cada uno de los materiales que han levantado, en el imaginario Chile, la obra gruesa de Nicanor Parra. Porque toda su obra es gruesa en cada uno de los que intentamos representar al pueblo desde estas tribunas.


Desde el fondo del corazón, gracias, don Nicanor. Gracias por regalarnos una voz propia y un antipoeta que es antiorgullo para todo nuestro pueblo. Reciba con resignación nuestro antihomenaje.


Gracias, estimados Honorables.
El señor OMINAMI.- Señor Presidente, por la naturaleza y extensión, propongo que se publique in extenso el texto del homenaje que acaba de rendir el Senador señor Gazmuri.
El señor DÍAZ (Presidente accidental).- Agreguemos que, también, por su belleza.

El señor HORMAZÁBAL.- Señor Presidente, como la norma correspondiente obliga a que sean los Comités los que resuelvan sobre publicaciones in extenso (los Senadores democratacristianos, por lo menos, estamos de acuerdo con la proposición del Honorable señor Ominami), el acuerdo tendría que adoptarse en reunión de éstos.

El señor DÍAZ (Presidente accidental).- Muy bien.




Corresponde hacer uso de su tiempo al Comité Demócrata Cristiano. Tiene la palabra la Honorable señora Frei.

CONFERENCIA INTERNACIONAL- DE POBLACIÓN Y DESARROLLO

La señora FREI (doña Carmen).- Señor Presidente, en estos días se celebra en El Cairo (Egipto), la Conferencia Internacional sobre Población y Desarrollo (CIPD), convocada por el Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas con el fin de examinar las vinculaciones existentes entre población, crecimiento sostenido y desarrollo sustentable. Es considerada la cumbre más importante del siglo en esta materia.



La cumbre tiene por objeto la búsqueda de nuevas formas de cooperación y entendimiento para garantizar la paz y la seguridad internacional. Las recomendaciones que surjan de esta Conferencia se orientarán a mitigar la pobreza, a promover un crecimiento económico dentro de un marco de desarrollo sustentable, abordando las consecuencias de un rápido crecimiento de la población mundial.



Chile ha tenido una activa participación en las tres conferencias preparatorias mundiales y en las regionales, fijando su posición en torno a temas prioritarios para el país, en base a principios informadores que nacen de una concepción e inspiraciones democráticas y participativas del Gobierno chileno, que protegen la vida y la libertad de las personas, que están basados en la dignidad de los seres humanos y en el derecho al pleno desarrollo personal, así como en el deber del Estado de garantizar las bases mínimas de protección de estos principios.


El Programa de Acción que se debatirá en El Cairo es bastante extenso, y consta de 16 capítulos. Sólo los enumeraré:


En el capítulo I, preámbulo del Programa de Acción, se señala que esta cumbre se celebra en un momento definitorio de la cooperación internacional, y se proporciona un panorama general y el contexto para la acción en lo relativo a cuestiones del medio ambiente, proyecciones del crecimiento demográfico mundial, etcétera.


El capítulo II contiene los principios que orientaron las deliberaciones previas.


El capítulo III examina las relaciones entre población, crecimiento económico sostenido y desarrollo sustentable.


El IV aborda la equidad e igualdad entre los sexos y el fomento de la autonomía de la mujer.


El V está dedicado a la familia, sus funciones, composición y estructura.


El VI contiene políticas y recomendaciones relativas al crecimiento y a la estructura de la población.


El VII trata sobre los derechos de procreación (salud sexual y reproductiva) y planificación de la familia.


En el VIII, los temas abordados son salud, morbilidad y mortalidad.


El IX se refiere a la distribución de la población, urbanización y migración interna.


El capítulo X analiza el tema de la migración internacional.


El capítulo XI está dedicado a población, desarrollo y educación.



El capítulo XII trata lo concerniente a tecnología, investigación y desarrollo.



El capítulo XIII recoge propuestas relativas a actividades nacionales que deberían ser emprendidas por los distintos países.



El capítulo XIV se ocupa en la cooperación internacional.



El capítulo XV contiene propuestas para aumentar la colaboración con el sector no gubernamental.



Por último, el capítulo XVI trata de las actividades complementarias de la Conferencia.



Como se ha informado a través de los medios de comunicación, en El Cairo se llevan a cabo reuniones paralelas de dos grupos: uno integrado por representantes de los Gobiernos, y el otro, por personeros de organizaciones no gubernamentales, ONG (participan varias de nuestro país).



La delegación chilena la preside la Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer, señora Josefina Bilbao. Una Comisión Interministerial se abocó durante largo tiempo al tema y presentó un extenso documento, que hemos estudiado en profundidad, donde se expone la posición del país frente al proyecto de Programa de Acción de la Conferencia y se señalan aspectos que son básicos para nosotros, sobre los cuales estamos en condiciones de discutir y aportar ideas.



Pienso que la misión chilena tendrá una activa e importante participación en esa Cumbre, especialmente en asuntos como salud reproductiva, planificación familiar y políticas demográficas, educación, reconocimiento de la diversidad de familias y negación del aborto como método de planificación familiar.



Debo subrayar que la señora Ministra planteará especialmente la opinión oficial del Gobierno acerca del último punto mencionado: la negación del aborto como método de planificación familiar.



En esas materias, Chile respaldará "el concepto de desarrollo sustentable, integral, que incorpore los aspectos sociales y culturales, centrado en las personas, que garantice la calidad de vida de las actuales generaciones, sin poner en riesgo la de las generaciones futuras, poniendo en práctica el principio de equidad, que implica tender hacia una mejor distribución de los beneficios del desarrollo (incluida la equidad de género)"..."LO QUE SIGNIFICA QUE LA TAREA DE ERRADICAR LA POBREZA ES REQUISITO INDISPENSABLE PARA ALCANZAR UN DESARROLLO SOSTENIBLE”.”.



La participación activa y constructiva de Chile en este tipo de iniciativas mundiales reviste enorme trascendencia, porque implica que comenzamos a retomar nuestra verdadera ubicación en el concierto internacional, a recuperar el status e importancia que siempre tuvimos, así como la autoridad en nuestras posiciones.



No cabe duda de que al finalizar ese encuentro estaremos en condiciones de dar a conocer más detalles sobre el particular.



Señor Presidente, solicito consultar a los Comités acerca de la posibilidad de convocar a una sesión especial a fin de tratar esta materia, con expresa invitación a la señora Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer, con el objeto de que exponga acerca de los planteamientos chilenos a la Conferencia y los acuerdos alcanzados.



He dicho.

El señor DÍAZ (Presidente accidental).- La Mesa ha escuchado con mucho interés la intervención de Su Señoría y transmitirá a los Comités su petición. En este momento no se encuentran todos ellos, como para adoptar el acuerdo; pero, obviamente, el Partido Demócrata Cristiano —doy excusas anticipadas si se considera un abuso de autoridad el que hable, de alguna manera, en nombre de nuestra colectividad política— no tendrá inconveniente en acceder a ello.


Tiene la palabra el Senador señor Matta.

SALUD PÚBLICA
El señor MATTA.- Señor Presidente, en Chile existe una tradicional salud pública, en la cual se han encontrado la caridad, la ciencia y el Estado como componentes esenciales a lo largo de la historia. La caridad fue entregada por personas privadas y órdenes religiosas; la ciencia fue impulsada por los médicos profesores de la Universidad de Chile, y en el Estado se han reflejado las diversas corrientes ideológicas que han gobernado desde fines del siglo XIX.



Después de casi DÍEZ años de discusión parlamentaría, se aprobó, en 1950, la modificación a la ley N° 4.054, del Seguro Obrero Obligatorio, que unificó estructuras dispersas y dio origen al Servicio Nacional de Salud. Las estructuras de la Salubridad, del Departamento Médico de la Caja de Seguro Obrero, la privada de la Junta de Beneficencia, y otras, entraron a formar parte de esta organización unitaria.


El Servicio Nacional de Salud fue ordenando progresivamente la organización de la cobertura preventiva y curativa a lo largo de Chile, alcanzándose en la década del 70 y años posteriores un nivel de salud extraordinario, muy superior al que correspondería al grado de desarrollo socioeconómico del país.


Esta tradición está muy viva y es muy importante preservarla, ya que la salud pública es un componente esencial del bien común que es obligación del Estado proteger.

Salud y atención médica no son sinónimos


Debe insistirse siempre en que la salud, particularmente la salud pública expresada en los indicadores finales de morbilidad y mortalidad, no es sinónimo de atención médica.


Los indicadores de mortalidad infantil o materna, muy bajos en el Chile de hoy, tienen una relación sólo parcial con los niveles de atención de morbilidad, y mucho más grande con el nivel de educación materna y el acceso a servicios de prevención, es decir, vacunas, alimentación y saneamiento, entre otros. Todas estas funciones son y han sido cumplidas por el Estado a través de sus respectivas políticas sociales, tradicionales en el país.


Por ello, se puede decir que Chile es un país en que existe muy buena salud, pero con gente insatisfecha de la atención médica, tanto pública como privada, en porcentajes significativos y sólo levemente diferenciados.
La salud durante el Régimen militar


Después de casi una década de Gobierno militar, se iniciaron algunas modificaciones a la estructura de la salud del país que, básicamente consistieron en la creación de los seguros privados de salud llamados ISAPRES; en una descentralización "de papel", que significó la división del antiguo Servicio Nacional de Salud, y en la transferencia de la atención primaria a los gobiernos municipales.


Ese conjunto de reformas, sobre las cuales se ha discutido extensamente en el Senado, originó varios hechos importantes, que aún hoy repercuten en el sistema:


a) Se estableció el sistema dual, de medicina para pobres y medicina para ricos, creándose un sector privado con abundancia de recursos y un sector público progresivamente asfixiado y destinado a desaparecer.



b) Al crearse los 27 Servicios de Salud, no se los dotó de las necesarias capacidades de gestión para su manejo adecuado, ni de sistemas de información, ni de gerencia, ni de capacidad de toma de decisiones, todos indispensables para su gradual autonomía.



c) Al transferirse la atención primaria a los municipios, se establecieron mecanismos perversos de financiamiento que incentivaron sólo el aspecto curativo, en desmedro del preventivo, que es la esencia de ese nivel. Se otorgaron a las autoridades comunales —muy bien  intencionadas, por cierto— atribuciones en materias para las cuales no estaban preparadas. Se atomizó el sistema regional de salud, dando espacio para que múltiples y necesarias acciones de coordinación fuesen mucho más difíciles, si no imposibles.



d) El ajuste estructural de la economía de los años 80 llevó a que el gasto en salud, como porcentaje del gasto público, bajase desde un 14 por ciento, en 1980, a un 7,3 por ciento, en 1989, es decir, a la mitad. En términos del producto geográfico bruto, el gasto público disminuyó desde un 3,2 por ciento, en 1974, a un 2,4 por ciento, en 1988.



e) La generación de los recursos públicos en salud fue cambiada paulatinamente hacia un mayor aporte de las personas, llegándose en 1990 a un 55 por ciento de aporte fiscal y a un 45 por ciento de aporte previsional. Este hecho apunta hacia una inequidad creciente.



f) La progresiva reducción de los recursos de la salud pública logró ser salvada con los ajustes internos de reducción de personal, insuficiente reajuste de remuneraciones y nula inversión en infraestructura y equipamiento en los hospitales públicos.

Salud en democracia


El Gobierno del Presidente Aylwin encontró en 1990 un sector público de salud virtualmente arrasado, con personal escaso e insatisfecho, hospitales en crisis permanente y deterioro visible, junto a un sector privado que, atendiendo a sólo una cuarta parte de la población, contaba con el triple de los recursos per cápita para realizar sus funciones y con evidentes subsidios de parte del Estado. Por ello, la acción oficial se orientó fundamentalmente a reforzar la atención pública de salud y rescatarla de la difícil situación en que se encontraba.



Entre otros hechos, vale la pena destacar los siguientes:


1.- Aumento del gasto público del orden de un 50 por ciento real.



2.- Incremento de remuneraciones del sector en un 42 por ciento real promedio.



3.- Contratación de 5 mil 500 nuevos funcionarios para cubrir el 50 por ciento del déficit determinado.



4.- Programa de inversiones —desde la preparación y gestión de créditos por 500 millones de dólares—, de las cuales se han ejecutado aproximadamente la mitad, financiadas con empréstitos del BID, Banco Mundial, Gobierno alemán y otras fuentes, que han beneficiado a la totalidad de los Servicios de Salud del país.



Además de nuevos hospitales en Iquique, Valdivia, San Felipe, Chillán, Rengo y Maullín, se cuenta con miles de nuevos equipos y se han efectuado reparaciones indispensables en establecimientos fatigados por el uso constante. A pesar de que no había ningún escáner moderno, hoy existen 15 de esos avanzados aparatos, además de cien ecotomógrafos, y en 40 hospitales se opera con cirugía laparoscópica, ahorrándose dolor y recursos económicos a los usuarios y al país.



5.- Nuevos y altamente productivos programas de prevención en el área de salud mental, prevención del uso de drogas y control de enfermedades crónicas.



6.- Grandes éxitos epidemiológicos, como el control del cólera y la drástica disminución de las enfermedades infecciosas intestinales: la tifoidea se redujo a la cuarta parte, y la hepatitis, a la tercera parte, en relación con las cifras que presentaban previamente; el control, mediante una campaña nacional de vacunación, del sarampión, del cual no han existido casos en los últimos dos años, evitándose así, miles de enfermos y decenas de muertes, y el lanzamiento del proyecto Valdivia Ciudad Saludable, esfuerzo pionero en promoción y prevención de salud en Chile.



7.- Iniciativas específicas en la atención de salud, tales como creación de Servicios de Atención Primaria de Urgencia en 45 comunas del país, con atención las 24 horas del día; salud rural expandida en 190 de las comunas rurales más pobres; Fondo Listas de Espera en 284 proyectos, por tres millones de dólares; Programa de Calidad de Atención en el ámbito de la salud primaria, con 70 proyectos y 96 monitores; Proyecto de Equidad en 45 de las comunas más pobres; Programa Neonatal, con refuerzo del cuidado intensivo y mejoría en la coordinación de esta atención a los grupos más vulnerables.
Reforma del sistema de salud


Desde el inicio del Gobierno de la Concertación, se ha planteado la necesidad de una profunda reforma en el sistema de salud, para lograr que nuestro sistema mixto público-privado perfeccione sustancialmente su desempeño.


Para ello, se envió al Congreso el proyecto de ley que propende a mejorar las condiciones de equidad a los usuarios de las ISAPRES y se han iniciado diversas reformas en el sector público de salud, a fin de promover una mayor descentralización y autonomía de éste.


Con esa finalidad, se ha empezado a aplicar el sistema de pago per cápita en la atención primaria y el de pago por resultados en la atención hospitalaria, buscándose incentivar la eficiencia en el uso de los recursos financieros.


Además, se ha propuesto la creación de dos niveles intermedios entre el primario y el hospital: los Centros de Referencia de Salud (CRS), o consultorios intercomunales de especialidades, y los Centros de Diagnóstico Terapéutico (CDT), que permiten realizar diversas acciones de salud sin internar a los enfermos en las camas hospitalarias, ahorrándose de este modo muchísimo dinero.


Como para lograr esta meta de mejoramiento de la eficiencia es necesario capacitar, se ha creado un Fondo Nacional de Capacitación para los funcionarios de salud, con aproximadamente 10 millones de dólares.


Sin embargo, creemos que es preciso dotar al sector público de mayor agilidad y autonomía en la gestión, para elevar verdaderamente su rendimiento.
Rendimiento y evaluación


Se puede medir o evaluar la calidad de un sistema de salud por la estructura, los procesos y los resultados.


En la estructura, de lo expuesto se concluye que tanto el Gobierno pasado de la Concertación como el actual han apoyado mucho, con mayores recursos humanos, financieros y físicos, al sector público de salud.


En cuanto a los procesos, ellos se han diversificado y focalizado, si bien su aumento ha sido regular, ya que el hospital no es una fábrica de zapatos, con una relación lineal entre insumo y producto. Pero está claro que han mejorado la calidad y la seguridad con que se realizan los diagnósticos y los tratamientos.


Los resultados están a la vista. Desde 1990, la mortalidad infantil ha bajado cuatro puntos (de 18 a 14), han disminuido enfermedades antes endémicas y se han controlado otras como el sarampión. Continúa, entonces, el proceso de mejoramiento de la salud y de las expectativas de vida de nuestros compatriotas.


Falta, sí, posibilitar una mayor participación a través de procesos de descentralización y de facilidades de acceso, para conseguir que la población se comprometa en el mejoramiento de la calidad de la atención de salud.


He dicho.
El señor DÍAZ (Presidente accidental).- Corresponde el turno del Comité Renovación Nacional.


Tiene la palabra el Senador señor Romero.
DEMORA EN CONCESIONES DE OBRAS PÚBLICAS. OFICIOS
El señor ROMERO.- Señor Presidente, quiero referirme, en esta oportunidad, a un tema que debiera concitar el interés, no sólo del Senador que habla, sino de todo el país: el problema de la infraestructura vial y portuaria de Chile.


He estado preocupado durante muchos años, de las limitaciones que podría significar una red de caminos y puertos que no se compadeciera con el desarrollo económico y social del país. Se trata de una condición importante, dado que algunas naciones lisa y llanamente han visto coartadas sus posibilidades de progreso por no contar en forma oportuna con la infraestructura adecuada.


Al respecto, quiero hacer presente que el sistema de concesiones vigente, cuya ley fue perfeccionada hace algún tiempo y en la cual colaboramos todos casi en forma unánime, se halla, diría yo, semiparalizado o carente de dinamismo, lo que hace indispensable buscar las razones que motivan tal situación.


En la práctica, la adjudicación de concesiones ha sido muy escasa. Sólo recuerdo dos importantes. Una corresponde al túnel El Melón, iniciativa que impulsé durante más de cuatro años y respecto de la cual existe un programa de trabajo perfectamente delineado. Se espera que en septiembre de 1995 se haya logrado unir, a través de esta concesión, no sólo a la provincia de Petorca con el sector central del país, sino prácticamente a todo Chile, sin las dificultades que ocasiona la cuesta existente.


Otra adjudicación es la del "camino de la madera". Sin embargo, la mayoría de los proyectos se han postergado. En algunos casos, las licitaciones han sido declaradas desiertas, como ocurrió respecto de la ruta Puchuncaví-Nogales. Esto, naturalmente, provoca una seria inquietud, y es lo que me llevó a plantear hace muy pocos días a Su Excelencia el Presidente de la República la voluntad de los Senadores de mi bancada en orden a subsanar las dificultades que se observan en esta materia.


Efectivamente, existen algunas, pero no por eso debemos perder el dinamismo que hace que este tipo de actividades sea fundamental. Me refiero, por ejemplo, al problema que suscita la aplicación del IVA en ciertas concesiones...
El señor DÍAZ (Presidente accidental).- Perdón, señor Senador.


Solicito autorización a la Sala para que pase a presidir la sesión el Honorable señor Lavandero, ya que el señor Vicepresidente va a usar de la palabra en esta oportunidad y yo debo ir a recibir, junto a otros Senadores, al Ministro inglés del Medio Ambiente en la Comisión del mismo nombre.


Acordado.


--Pasa a presidir la sesión el Honorable señor Lavandero.
El señor LAVANDERO (Presidente accidental).- Puede continuar, Su Señoría.
El señor ROMERO.- Señor Presidente, decía que existen algunos obstáculos en las licitaciones de concesiones. Uno es el IVA, donde tendremos que buscar una fórmula que permita adaptar este impuesto a la realidad del sistema de concesiones.


El segundo obstáculo es el relativo a las garantías. Definitivamente, la envergadura de las obras que se entregan en concesión aconseja que ellas puedan constituirse en garantía para obtener los créditos y financiamientos necesarios, lo cual no está considerado dentro de la legislación.


Un tercer problema dice relación a las expropiaciones. Las empresas pueden tener dificultades si el Estado no ha realizado las expropiaciones en forma oportuna.


Podría seguir enumerando las dificultades que se aprecian hoy en el sistema de  concesiones. Pero lo importante es que exista voluntad para remover los obstáculos, y en ese sentido, sería deseable que el Ministerio de Obras Públicas hiciera llegar al Congreso un proyecto que solucionara los problemas, con el fin de dinamizar las concesiones, porque, como lo he señalado más de una vez, el país necesita una infraestructura adecuada.


Tenemos información estadística y de valorización que indica que de aquí al año 2000 se requiere una inversión superior a los 10 mil millones de dólares en ese rubro. Y lo cierto es que los presupuestos, naturalmente, se hallan limitados y no pueden entregar los recursos suficientes para el sector. Se calcula que ellos no podrían proporcionar, en lo que resta del siglo, más de 600, 700 u 800 millones de dólares, porque es evidente que deben focalizarse hacia otras urgencias. De tal manera que si uno hace un cálculo rápido, se va a encontrar con que la participación del sector privado resulta indispensable para completar la infraestructura que el país requiere.


Destaco el tema, señor Presidente, porque me preocupa, por ejemplo, que no demoren los estudios para licitar la obra de la cuesta La Dormida y el camino Troncal Sur, que hace ya más de cuatro años he estado impulsando desde estas bancas y que son iniciativas trascendentes para la zona. Por lo mismo, todos los Parlamentarios que formamos parte de la bancada de la Quinta Región Interior o del Aconcagua las hemos colocado dentro de las prioridades. Igualmente importante es el complejo aduanero de Los Andes, así como el puerto de Quintero.


Todas estas obras perfectamente podrían entregarse en concesión al sector privado, y por eso me inquieta, y a veces me angustia, la postergación, a lo mejor justificada, que advierto en general en una materia tan relevante.


No quiero que mis palabras involucren, para nada, una crítica política. Sólo quiero señalar mi deseo de que los obstáculos sean removidos a la brevedad, con el objeto de mejorar la situación de infraestructura de cara al año 2000.


Algunos tramos de la Panamericana Norte, por ejemplo, ya debieran estar siendo licitados. Sin embargo, también se han postergado. Seguramente, debe existir una razón. Pero no es posible, señor Presidente, que, con lo que ha avanzado el país, todavía el sistema de concesiones esté en manos de sólo dos o tres profesionales del Ministerio respectivo. Considerándose factores como el gasto, naturalmente, o bien, una readecuación, debiera haber una Dirección de Concesiones. Y así lo voy a plantear cuando discutamos la Ley de Presupuestos. Me parece que el asunto es de tal importancia, que resulta necesario respaldar esa medida, porque entonces los inversionistas extranjeros y también los nacionales no se sentirían desalentados, como seguramente lo estuvieron los que se presentaron a la licitación del camino Puchuncaví-Nogales, cuando, en situaciones como ésa, el proceso se declara desierto luego de que semanas antes se cambian las bases. Y esto es algo que no podemos considerar racional o natural.


Las licitaciones deben estudiarse con mucha seriedad, de manera que el sistema tenga credibilidad. Porque si no la tiene, y además no le damos el impulso y el dinamismo necesarios, habremos agotado inútilmente un mecanismo que ha demostrado ser muy exitoso en otros países, como Malasia, en Asia, y México y Argentina, en América. Argentina, dicho sea de paso, está avanzando con extraordinaria rapidez en este ámbito, pese a que partió mucho después que nosotros.


En el día de hoy recibí una nota de una institución de Rosario, localidad de esa nación, en la que se nos invita a dar nuestra opinión respecto de un camino que ellos quieren licitar en el tramo argentino y que uniría el Pacífico con el Atlántico. Y resulta que nosotros, en este momento, estamos con una situación paralizada que debemos solucionar.


Por todo lo anterior, señor Presidente, pido que se dirija un oficio, en mi nombre, transcribiendo estas inquietudes al señor Ministro de Obras Públicas, al Presidente de la Cámara Chilena de la Construcción y, desde luego, a todas las organizaciones regionales de mi circunscripción que tengan algún interés en el tema, ya sea comercial, agrícola o de otro carácter.


Por último, informo que el Comité Renovación Nacional cede el tiempo que le resta al Senador señor Alessandri.
El señor LAVANDERO (Presidente accidental).- Además, si le parece a Su Señoría, se podría enviar otro oficio al Director de Vialidad, respecto de la licitación de algunos tramos de la Panamericana Norte.


Acordado.


Tiene la palabra el Honorable señor Alessandri.
El señor ALESSANDRI.- ¿Cuánto tiempo queda al Comité Renovación Nacional, señor Presidente?
El señor LAVANDERO (Presidente accidental).- Once minutos, señor Senador.
CONFLICTO DE PROFESORES DE ANTOFAGASTA. OFICIO
El señor ALESSANDRI.- Señor Presidente, la crisis de financiamiento de la Corporación Municipal de Desarrollo Social de Antofagasta culminó, como todo el país sabe, con un prolongado conflicto del gremio de profesores: huelga de hambre, ollas comunes incluidas, movimiento que duró 37 días y que por fortuna terminó ayer, pero que obligó a la Municipalidad, entre otras cosas, a deshacerse de activos para lograr reunir los dineros necesarios para una parte de lo que pedían los profesores.


Como siempre, los perjudicados son los alumnos, los padres y los apoderados, que sienten cómo se pierde el gran objetivo de los profesores, la educación, reconociendo, sin embargo, sus reclamaciones por el no pago de las asignaciones de zona.


Si bien nadie desconoce la difícil situación económica que enfrenta el magisterio, no puede olvidarse que en otros tiempos solían agitarse las reivindicaciones magisteriales con una indisimulada finalidad política, ya que los profesores nunca han sido remunerados en forma digna y acorde con la función formativa que desarrollan.


En mi reciente semana regional en Antofagasta, tuve la oportunidad de conocer, en el terreno mismo, la fuente del conflicto del magisterio nortino. Dialogué con sus dirigentes y con los profesores que estaban en precarias condiciones por su huelga de hambre, reconociéndoles que ellos son los actores principales de nuestro proceso educativo.


Nuestra responsabilidad social es buscar soluciones, no sólo a este problema, sino a todos los que se originan por la caótica situación administrativa y financiera de la Corporación Municipal de Desarrollo Social de Antofagasta, que debe ser igual o peor que la de otras corporaciones creadas por la ley, porque no debemos olvidar que, además de la educación, ellas también tienen que ver con la salud.


En dicho conflicto ha estado de por medio la credibilidad de un proceso como la municipalización, cuyos adversarios se empeñan en mostrar como ineficiente, a raíz de problemas como el no pago de la asignación de complemento. Lo seguro es que mientras no haya claras voluntades dispuestas a impulsar el paso definitivo a corporaciones privadas, el magisterio seguirá viviendo éste y otro tipo de problemas, característicos de una función pública permanentemente desfinanciada.


En el caso de Antofagasta, ya en enero de 1992 la Secretaria Ejecutiva de la Corporación Municipal de Desarrollo Social daba a conocer al Alcalde de aquel entonces la situación que "refleja la agobiante carencia de recursos financieros, en las áreas de salud-educación y atención de menores". Cita textual.


En su informe de fecha 9 de enero de 1992, se señala al Alcalde que los recursos que se iban a entregar a la Corporación eran valores "absolutamente insuficientes y ponen en peligro todo el sistema educacional y de atención de salud primaria de la comuna de Antofagasta durante el año 1992".


Es importante expresar que este informe prevé lo que iba a ocurrir años después, revelando que la Corporación ya había acumulado un déficit en 1991, "ya que las transferencias municipales han experimentado un notable descenso real a partir del año 1990".


En 1992, la Corporación Municipal de Desarrollo de Antofagasta partió con un déficit de más de 200 millones de pesos, los que, sumados a los de años anteriores, sobrepasaban los 400 millones de pesos.


Es decir, ya existía en 1992 una preocupación por las consecuencias que tendría, para un sector tan sensible como la educación, el no pago, por ejemplo, de las imposiciones.


Ahora bien, al analizar los antecedentes de un informe entregado por el Secretario Ejecutivo de la Corporación Municipal de Desarrollo Social de Antofagasta, a raíz del prolongado movimiento huelguístico de los profesores, se puede observar una clara y deficiente gestión de administración del recurso financiero obtenido por la Corporación, a través del sistema de subvención fiscal, y también una descoordinación entre las áreas de educación y financiera, con motivo de la creación de cargos, los cuales no serían absolutamente necesarios, puesto que éstos no existían antes de 1989.



A lo anterior se agrega el hecho de que algunos profesores que trabajaban en horas directas en los colegios de la Corporación, de acuerdo con una renta determinada en el informe, vieron incrementados sus ingresos dos o tres veces cuando fueron promovidos al área de Administración de la Corporación. Posteriormente, estos mismos profesores retornaron a sus respectivas unidades educativas con sueldos muy superiores.


Por otra parte, tampoco hubo en Antofagasta una buena evaluación del crecimiento de los colegios particulares subvencionados y en qué medida éstos afectaron el financiamiento de la Corporación Municipal de Desarrollo Social de esa ciudad. De modo que las plantas docentes y administrativas crecieron en forma inorgánica, aumentado, lógicamente, las planillas de remuneraciones de la Corporación.


De acuerdo a los antecedentes de este informe, la citada Corporación tiene, en estos momentos, cerca de 200 funcionarios, distribuidos en las plantas docente y administrativa.


Como hemos señalado, se cumplieron casi 37 días desde que el Colegio de Profesores de Antofagasta decidiera ir a la huelga. En su oportunidad declaramos que situaciones como éstas son el resultado de la aplicación sistemática de políticas erróneas. En lugar de preocuparse de verdad por el problema de la educación, el Gobierno ha centrado su atención, en este momento, a las reformas constitucionales o a otras iniciativas de carácter político que en nada solucionan las dificultades reales de la educación.


Sólo recordemos que el año pasado las subvenciones crecieron en 8 por ciento, mientras que el gasto burocrático de esa Subsecretaría era de 35 por ciento. Esto demuestra que no se están gastando los recursos en quienes sí lo necesitan.


Esta conclusión se reafirma si a lo anterior se agrega el gasto efectuado en favor de los exonerados políticos, cuyo costo anual es superior al aumento que ha tenido en estos últimos años el presupuesto de las subvenciones de educación.


El prolongado conflicto de los profesores de Antofagasta necesita de nuestra preocupación, porque este problema es similar al existente en las Corporaciones de todo el país.


Una manera de evitar el colapso de esos entes en el futuro es solicitar al Supremo Gobierno que la subvención que reciba la Corporación Municipal de Educación se fije sobre la base de la matrícula que cada una obtenga al mes de marzo de cada año, y el valor que resulte de este cálculo deberá ser la subvención que reciban las distintas Corporaciones por todo el año escolar. Pero no como ahora cuando este aporte fiscal se calcula según la variación de asistencia mensual efectiva.


Por otro lado, en noviembre de este año deberán crearse y evaluarse las plantas docentes y administrativas del Área Educación. Allí tendrá una activa participación el área financiera. El objetivo de esta evaluación es confeccionar las plantas docentes y administrativas, fijar su costo y eliminar los cargos cuya mantención no es urgente.


Más allá de la complejidad del problema de Antofagasta y del de la educación, en general, las dificultades que en ella se observan tienen solución. Lo que falta es voluntad política y creatividad. Hoy existen las herramientas para hacerlo. Se cuenta con recursos para mejorar las rentas del magisterio, subir las subvenciones, y la sociedad dispone de mecanismos para aumentar la calidad de la educación.


Señor Presidente, finalmente, solicito oficiar al Ministerio de Educación, a fin de que nos explique por qué no ha transferido recursos adicionales a la subvención, para cumplir con el financiamiento del sistema municipalizado escolar, en el caso de la Corporación Municipal de Desarrollo Social de Antofagasta.


Esta medida, que no ha cumplido esa Secretaria de Estado, se halla consagrada en el Estatuto Docente y en las normas que crearon la Unidad de Mejoramiento Profesional, de acuerdo con la ley N° 19.278.


He dicho.
El señor LAVANDERO (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado, en nombre del señor Senador, en conformidad al Reglamento.


En el tiempo del Comité Socialista, tiene la palabra el Honorable señor Núñez.
NUEVOS JUZGADOS EN PROVINCIA DE COPIAPÓ
(TERCERA REGIÓN). OFICIO
El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, la provincia de Copiapó —que represento en este Senado—, cuenta actualmente con tres juzgados de letras, los cuales no dan abasto para atender el alto ingreso de demandas y denuncias que registran.


La situación antes descrita provoca retardos en la tramitación de las causas, perjudicando especialmente a las personas de bajos ingresos, quienes deben sufrir innumerables contratiempos por el lento progreso de su documentación. También se ven afectados por esta situación numerosos trabajadores que concurren ante la jurisdicción laboral en busca del amparo de sus derechos laborales.


La ley N° 19.298, de 12 de marzo de 1994, creó el 4º Juzgado de Letras de Copiapó, conjuntamente con el de Caldera. Sin embargo, hasta la fecha ha sido imposible materializar esta ley por la falta de inmuebles para la instalación de los Juzgados.



Tanto la Secretaría Regional Ministerial de Justicia como el Colegio de Abogados de Atacama han manifestado públicamente su preocupación por este hecho, y han iniciado diversas acciones tendientes al cumplimiento de la ley.



En razón de lo expuesto, y haciéndome parte de esta inquietud ciudadana, vengo en solicitar que se oficie en mi nombre a la Corporación Administrativa del Poder Judicial, con el objeto de que informe sobre las medidas que se están adoptando para dar cumplimiento a la ley N° 19.298, de 12 de marzo de 1994, y de las dificultades existentes para la instalación de los juzgados creados por el referido cuerpo legal.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, de conformidad con el Reglamento.

MODERNIZACIÓN DE FUNDICIÓN HERNÁN VIDELA LIRA-PAIPOTE

(TERCERA REGIÓN)

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, quiero aprovechar la oportunidad para referirme muy brevemente a la situación que afecta a una de las actividades productivas más importantes del país y de nuestra Región relacionada con la Fundición Hernán Videla Lira.



En abril de 1960, se promulgó la Ley Orgánica de ENAMI, y desde su establecimiento ha emprendido una labor, que aún continúa, destinada a impulsar el fomento minero y vigorizar esta actividad en cualquier distrito minero del país, contribuyendo a hacer sustentables los negocios y empresas mineras de pequeña y mediana escala.


La Fundición Hernán Videla Lira-Paipote, como parte integrante de ENAMI, no está ajena a los desafíos generales de la empresa, y para dar cuenta de ellos debe necesariamente responder a las exigencias de eficiencia, productividad y rentabilidad en sus operaciones, en un marco de contribución al desarrollo económico y social de la Tercera Región de Atacama y del país.


Durante este último tiempo mucho se ha hablado sobre la viabilidad de la Fundición Paipote y su importancia en el marco del desarrollo de la actividad minera, en especial, de la pequeña y mediana minería.


Muchos son los argumentos esgrimidos en pro y en contra de ella; sin embargo, es un hecho público y notorio que la fundición cumple un rol de vital importancia para el desarrollo de la Región de Atacama y de Chile.


En efecto, Paipote, hoy día, constituye un agente dinamizador de la actividad económica y social de la Región de tal envergadura, que de no mediar su presencia seguramente se produciría una depresión de la actividad local de magnitudes insospechadas. Paipote genera actualmente 700 empleos directos y en forma indirecta sus actividades comprenden a cerca de 30 mil personas. Por lo tanto, es un deber de todos aportar, de manera creativa, en el sentido de asegurar la permanencia de la Fundición Paipote y, de esta manera, continuar afianzando el desarrollo minero de la Región.


Consciente de esta situación, he mantenido conversaciones con las organizaciones laborales de Paipote y, especialmente, con el Vicepresidente Ejecutivo de ENAMI, en el sentido de asegurar la existencia y viabilidad de la misma.


No escapa al Senador que habla, el enorme problema de las emanaciones de material particulado y de gases contaminantes que expele esta Fundición, con serios daños a las personas, animales y agricultura de la zona, especialmente a la de Tierra Amarilla. Tengo claro que esta situación no solamente preocupa a los habitantes de la zona y autoridades de ENAMI, sino que también al Ministerio de Minería y a otras entidades públicas, que buscan paliar de alguna manera tal problema.


Luego de las conversaciones y encuentros, he podido rescatar que la opinión generalizada es asegurar la continuación de la labor de modernización que están emprendiendo, con algunas dificultades, la Fundición Paipote y ENAMI. Este proceso, a mi juicio, debe enfocarse al logro de a lo menos las siguientes metas:



a) Mejoramiento tecnológico de los procesos productivos; b) Mejoramiento de las condiciones medio ambientales del proceso productivo, a través de un plan que permita efectivamente atenuar y reducir al máximo las emisiones contaminantes de la Fundición; c) Aumentar los niveles de inversión; d) Desarrollar una política de recursos humanos innovadora, en la cual los elementos de participación y capacitación laboral sean sus ejes, y por último, e) Elaboración de una política de fomento minero para la pequeña y mediana minería que dé cuenta de la actual situación que está atravesando el sector.



Como se desprende de lo anterior, los desafíos para la Fundición Hernán Videla Lira-Paipote son grandes y de vital importancia para el desarrollo nacional. En este sentido, aparece como muy poco probable que el sector privado pueda emprender tareas de esta naturaleza, dado el carácter que esta Fundición tiene. Sin perjuicio de esto, es imprescindible que se produzca un esfuerzo mancomunado de todos los sectores vinculados a la pequeña y mediana minería, a fin de que, sin anteojeras ni dogmatismos, se dé paso a una política que logre proyectar una actividad tan importante para la economía del país.



He dicho.

El señor LAVANDERO (Presidente accidental).- No habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 13:52.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción







